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LΦ bƻǊƳŀǎ WǳǊƝŘƛŎŀǎ tǳōƭƛŎŀŘŀǎ 

DECRETOS 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
Decreto número 93, de 2018.- Declara Monumento Nacional en la categoría de Monumento 

Histórico tres objetos de arte sacro pertenecientes a la Orden de Santa Clara,  
ubicados en la comuna de Los Ángeles, provincia y Región del Biobío 

Diario Oficial: 12 de abril de 2018 

 
Núm. 93.- Santiago, 28 de febrero de 2018.  
 
Considerando:  
 
Que, el Consejo de Monumentos Nacionales, recibió la solicitud de la Sra. Sor María Paulina Flores, Abadesa de 
la Orden Santa Clara de Los Ángeles, para declarar tres objetos de arte sacro de propiedad de la citada Orden, 
consistentes en un Cristo Crucificado en madera tallada policromada, un Sagrario y un Altar, ambos en talla de 
mármol italiano, ubicadas en el Monasterio de Santa María de Los Ángeles, comuna de Los Ángeles, provincia y 
Región del Biobío;  
Que, la historia de la Orden de Santa Clara en Chile comienza en la ciudad de Osorno, a fines de la década de 
1560, cuando tres mujeres españolas deciden recogerse con el propósito de consagrar su vida a Dios y, además, 
proporcionar instrucción religiosa y literaria a las niñas españolas e indígenas de la ciudad. Es así como, siguiendo 
la Regla de San Francisco de Asís, estas mujeres fundaron un beaterio, sin guardar clausura ni profesar votos 
formales de religión;  
Que, con posterioridad al alzamiento mapuche y huilliche acontecido entre los años 1598 y 1604, y luego de la 
destrucción de la ciudad de Osorno, la comunidad de religiosas se trasladó a Chiloé, último enclave hispano, 
instalándose en Castro, donde estuvieron un año, trasladándose luego a la Isla de Quiriquina, situada frente a la 
ciudad de Concepción. El periplo hacia la ciudad de Santiago continuó en un navío que desembarcó en el puerto 
de Valparaíso, probablemente a principios del año 1604. Solo 13 religiosas de Osorno llegaron al convento de 
San Francisco del Monte ubicado a cinco leguas de la capital. El Cabildo de Santiago inició gestiones para 
conseguir los bienes materiales necesarios para la subsistencia de las monjas;  
Que, mediante Cédula Real del 1 de febrero de 1607, el Rey de España, Felipe III de Habsburgo, concedió 8000 
pesos de una vez y 400 pesos anuales por un periodo de 6 años, para la construcción de un convento que 
acogiera a las religiosas venidas desde Osorno. Con estos recursos y otras limosnas y donaciones, se compraron 
los solares de La Cañada de San Francisco que permitieron la construcción, a partir de 1608, de dormitorios, 
celdas, oficinas e iglesia que acogieron a las Monjas Clarisas de Antigua Fundación;  
Que, las Monjas de Santa Clara de Antigua Fundación ocuparon el espacio de La Cañada o acera norte de La 
Alameda, entre los años 1609 y el centenario de la República, cuando debieron abandonar su monasterio para 
trasladarse a la actual comuna de Recoleta. En 1913 el Estado compró los terrenos a la comunidad de religiosas 
por un total de 4.050.075 pesos, para emplazar ahí el nuevo edificio de la Biblioteca Nacional de Chile. Para ese 
año, las Clarisas de La Cañada o Antigua Fundación ya habían comenzado a edificar su nuevo convento en la 
calle Lillo; Que, en 1972, las Monjas Clarisas de Antigua Fundación se trasladaron hacia la comuna de Puente 
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Alto, lugar donde ocuparon las instalaciones de un monasterio Benedictino, conformando el Monasterio de 
Clarisas de Puente Alto. Por Decreto Vaticano del 1 de febrero de 2017 y debido a la inminente venta del terreno 
donde se emplazaba la comunidad religiosa por parte del Arzobispado de Santiago, se estableció la supresión 
del Monasterio de Clarisas de Puente Alto. El último traslado de esta comunidad acaba de suceder en octubre 
de 2017 a la ciudad de Los Ángeles, al Monasterio de Santa María de Los Ángeles de la Orden de Santa Clara;  
Que, siguiendo los criterios de registro y documentación de bienes culturales, es posible clasificar los tres objetos 
como imaginería religiosa y, específicamente, como arte sacro en tanto categoría de análisis que incluye a los 
objetos para el culto, sin importar si han sido bendecidos o dedicados, el mobiliario de culto, vestimentas, 
muebles, vasos sagrados, instrumentos y utensilios;  
Que, según los especialistas consultados, muchos de los objetos de arte sacro conservados en la actualidad 
vinieron desde Europa o fueron hechos en talleres americanos y luego importados a Chile. Algunos objetos 
fueron hechos en talleres en Chile, de acuerdo con enseñanzas recibidas por artistas extranjeros avecindados 
en el país;  
Que, hoy en día no existe un registro textual, visual, actualizado y normalizado de todos los bienes culturales 
que están en las iglesias y otras edificaciones relacionadas. El primer esfuerzo de sistematización de dicho 
conocimiento se realizó en septiembre de 2016, con la publicación coordinada por Claudio Díaz Vial, que se titula 
Escultura Sacra Patrimonial en Santiago de Chile, siglos XVI al XX. La publicación consiste en una propuesta de 
inventario visual y descriptivo;  
Que, para la historiadora Isabel Cruz Ovalle, las obras de imaginería religiosa conservadas en Santiago de Chile 
del período comprendido entre los años 1550 y 1650 poseen ciertas referencias documentales que permiten 
datarlas y ordenarlas cronológicamente. Por ser escasas y de estilo poco homogéneo, resulta difícil analizarlas 
según el desarrollo de los estilos europeos. La escultura que hoy queda de esa temprana centuria es un puñado 
de piezas sueltas a las que resulta arduo encajar una secuencia estilística estricta;  
Que, a este contexto de producción artística pertenece el Cristo Crucificado de propiedad de las Monjas Clarisas, 
de autor anónimo, cuya materialidad y técnica es madera tallada y policromada. Mide más de dos metros de 
alto. Es una pieza notable realizada en el Virreinato del Perú, probablemente en Lima o Cuzco, hacia 1660, en el 
contexto de las primeras tallas virreinales de imaginería religiosa. La imagen representa a un Cristo muerto que 
pende de los brazos y cuya cabeza cae inerte sobre su hombro derecho. Se advierte una ligera idealización 
clasicista en su anatomía atlética -cabeza pequeña, tórax y extremidades largas y musculosas- y actitud serena, 
sin dolor y con pocas magulladuras. Destacan uñas naturales en sus manos;  
Que, sobre él existe entre las religiosas la leyenda, sin referentes documentales, de que es el Cristo que trajeron 
las primeras Clarisas desde Osorno cuando huyeron a causa del alzamiento indígena de 1598. Para los 
especialistas es difícil pensar en el traslado de una pieza de ese tamaño y peso, considerando las dificultades 
que las monjas tuvieron que pasar en el complejo periplo que las asentó en la capital del reino; Que, la segunda 
pieza corresponde a un Sagrario, de autoría anónima, cuya materialidad y técnica es talla en mármol italiano y 
bronce. Sus dimensiones son 74 x 54 cms., pero el conjunto, con pilares de soporte incluidos, alcanza 1,67 cms.;  
Que, finalmente el Altar, también de autoría anónima, de mármol tallado de procedencia italiana. Sus 
dimensiones son 2,27 x 1,20 x 63 cms. La pieza posee una estructura simple cuyo bajo relieve representa la 
muerte de San José;  
Que, las religiosas afirman que tanto el Sagrario como el Altar habrían sido adquiridos por las Monjas Clarisas 
de Antigua Fundación entre los años 1860 y 1900. No existe certeza ni registro documental que permita 
establecer si dichos objetos llegaron a la comunidad durante los últimos años de funcionamiento del monasterio 
de La Alameda o, como sostienen las Clarisas en la actualidad, en las primeras décadas de funcionamiento del 
monasterio ubicado en la calle Lillo, comuna de Recoleta;  
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Que, ambas piezas se enmarcan en la producción de la escultura sacra italiana de la segunda mitad del siglo XIX, 
manifestación artística que se expandió con diversos exponentes por toda la península, y se convirtió en un 
modelo solicitado tanto por el clero como por la alta sociedad chilena. Conviene señalar que las piezas de talla 
en mármol italiano analizadas como un conjunto no han sido estudiadas;  
Que, los valores artísticos e históricos de las obras son los siguientes:  
 
A. Los tres objetos de arte sacro, en tanto objetos de culto, de valoración estética e histórica, representan 
manifestaciones artísticas apreciadas e implantadas en el país en diferentes épocas. El Cristo Crucificado 
constituye una expresión de las primeras piezas de escultura hispano-cristiana y virreinal de Chile, mientras que 
el Sagrario y el Altar se enmarcan en el contexto de transferencia, difusión y producción de la escultura sacra 
italiana de fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX.  
B. Los tres objetos de arte sacro que en la actualidad se encuentran en el Monasterio de Santa María de Los 
Ángeles, constituyen parte fundamental del patrimonio histórico y artístico de la Orden de Santa Clara, cuya 
historia en el país se remonta al inicio del periodo colonial. Conforman un conjunto de piezas de arte que ha 
perdurado en el tiempo, desde la instalación de la comunidad religiosa en la ciudad de Santiago. 
C. La protección de este patrimonio histórico y artístico perteneciente a las Monjas Clarisas tiene por objeto 
resguardar su integridad al interior de la orden religiosa ubicada actualmente en el Monasterio de Santa María 
de Los Ángeles, Región del Biobío;  
Que, el Consejo de Monumentos Nacionales en su sesión extraordinaria de 21 de diciembre de 2017, aprobó 
por mayoría la declaratoria como monumento nacional de las tres obras de arte sacro que se individualizan en 
este acto administrativo, y; 
 
Visto:  
Lo dispuesto en los artículos 32 N° 6 y 35 de la Constitución Política de la República; la Ley N° 17.288 de 
Monumentos Nacionales; el decreto supremo N° 19, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia 
de la República; el Oficio Ord. N° 864, de 20/02/2018 del Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Monumentos 
Nacionales (S); el Acta de Sesión Extraordinaria de 21 de diciembre de 2017, del Consejo de Monumentos 
Nacionales; la carta de Sor María Paulina Flores Monardes, Abadesa del Monasterio de Santa María de Los 
Ángeles, de 03/10/2017 y la resolución N° 1.600, de 2008, de la Contraloría General de la República de Chile,  
 
Decreto: 
Artículo único.- Declárase monumento nacional en la categoría de monumento histórico, los tres objetos de 
arte sacro de propiedad de la Orden de Santa Clara, ubicados en el Monasterio de Santa María de Los Ángeles, 
comuna de Los Ángeles, provincia y Región del Biobío, que a continuación se indican: 
 

N°  Nombre 

del objeto  

Autor  Fecha  Dimensiones  Técnica/Materialidad  

1 Cristo 

Crucificado  

Anónimo  S. XVI 

(1660)  

Más de 2 

mts. De 

altura  

Madera tallada y 

policromada.  

2 Sagrario  Anónimo  S. XIX 

(1860 -

1900)  

74x54x1,67 

cms.  

Talla en mármol 

italiano y bronce.  

3 Altar  Anónimo  S. XIX 

(1860 -

1900)  

2,27x,120 

x63 cms.  

 

Talla en mármol de 

procedencia italiana.  
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Anótese, tómese razón y publíquese.- Por orden de la Presidenta de la República, Adriana Delpiano Puelma, 
Ministra de Educación. Lo que transcribo a usted para su conocimiento.- Saluda atentamente a usted, Valentina 
Karina Quiroga Canahuate, Subsecretaria de Educación. 

 
 
Volver al índice  

 
 

RESOLUCIONES 

MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO 
Extracto de resolución exenta número 976, de 2018.- Autoriza a Pontificia Universidad Católica de 

Valparaíso para realizar pesca de investigación 
Diario Oficial: 3 de abril de 2018 

 
(Extracto) 

 
Por resolución exenta Nº 976, de 9 de marzo de 2018, de esta Subsecretaría, autorízase a la Pontificia 
Universidad Católica de Valparaíso para efectuar una pesca de investigación de conformidad con los Términos 
Técnicos de Referencia del proyecto denominado "Selectividad en redes de arrastre en uso en la pesquería de 
Merluza común: su efecto en la explotación, en la fauna acompañante y en la captura incidental".  
El objetivo principal de la pesca de investigación que por la presente resolución se autoriza consiste en 
determinar la selectividad de las redes de arrastre en uso en la pesquería de Merluza común y analizar el efecto 
selectivo en la explotación, en la fauna acompañante y en la captura incidental.  
La pesca de investigación se efectuará en el área marítima ubicada entre la IV y IX Región por fuera de la zona 
de reserva artesanal, desde la fecha de publicación de la presente resolución, de conformidad con lo establecido 
en el artículo Nº 174 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y el 38 de agosto de 2018, ambas fechas inclusive.  
Participarán realizando tareas de prospección hidroacústica y muestreo, las naves Aquiles Pancho, María 
Emperatriz III, Skorpion, Tío Gringo, Biomar IV, Bonn y Polaris II, las cuales podrán extraer conjuntamente una 
cuota total de 30 toneladas de Merluza común, en calidad de especie objetivo, y los recursos hidrobiológicos 
señalados en la resolución extractada, en los montos que en cada caso se indican, en calidad de fauna 
acompañante.  
El Instituto designa como persona responsable de esta pesca de investigación a su Director Ejecutivo, don 
Leonardo Nuñez Montaner.  
 
Valparaíso, 9 de marzo de 2018.- Pablo Berazaluce Maturana, Subsecretario de Pesca y Acuicultura. 
 
Volver al índice  
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COLECTAS PÚBLICAS 

La autorización para efectuar colectas públicas depende de las intendencias regionales respectivas. Cuando se 
realizan en más de una región, ésta proviene de la Subsecretaría del Interior. 
 

NORMA ENTIDAD LUGAR Y FECHA COLECTA DIARIO OFICIAL 

Resolución exenta número 
319, de 2018 

Fundación Villa de Ancianos 
Padre Alberto Hurtado1 

Región Metropolitana de Santiago;  
10 de abril de 2018 

4 de abril de 2018 

Resolución exenta número 
398, de 2018 

Pequeña Obra de La Divina 
Providencia - Don Orione2 

Región Metropolitana de Santiago;  
15 de mayo de 2018 

6 de abril de 2018 

Resolución exenta número 
423, de 2018 

Corporación Renuevos3 Región Metropolitana de Santiago;  
8 de mayo de 2018 

16 de abril de 2018 

Decreto exento número 
1.064, de 2018 

Fundación Vida Compartida4 Todo el territorio nacional ,  
4 y 5 de mayo de 2018 

30 de abril de 2018 

 

CONCESIONES DE RADIODIFUSIÓN SONORA 

Todas las resoluciones y decretos fueron dictados por la Subsecretaria de Telecomunicaciones del Ministerio de 
Transportes y Telecomunicaciones. 

NORMA MATERIA CONCESIONARIO PUBLICACIÓN 

Decreto exento número 
269, de 2018 

Otorga concesión de 
radiodifusión comunitaria 
ciudadana para la comuna de 
Valdivia 

Iglesia Unión Evangélica Pentecostal 
(RUT Nº 65.134.074-8) 

2 de abril de 
2018 

Decreto exento número 
264, de 2018 

Otorga y rectifica concesión de 
radiodifusión comunitaria 
ciudadana para la comuna de 
Talca 

Centro Cultural Social y 
Comunicaciones Vida Plena Nueva 
Jerusalén (RUT N° 65.454.340-2) 

4 de abril de 
2018 

Decreto exento número 
261, de 2018 

Otorga concesión de 
radiodifusión comunitaria 
ciudadana para la comuna de 
Chiguayante 

Centro Cultural de Difusión y 
Desarrollo Cristiano 
(RUT N° 65.032. 363-7) 

13 de abril de 
2018 

                                                           
 

 

1 Fundación creada por la Congregación Hermanas Salesianas del Sagrado Corazón de Jesus en 2007. Es una corporación de derecho privado y sin 
fnes de lucro, destinada al cuidado y acogida de adultos mayores en situación de calle, pobrea y vulnerabilidad social, fundados en el espíritu de 
San Alberto Hurtado. Fuente: http://www.villapadrehurtado.cl/nosotros  
2 Comunidad religiosa católica fundada por San Luis Orione en Italia en 1903, destinada al cuidado de los mas pobres a través de distintas 
ƛƴƛŎƛŀǘƛǾŀǎΥ ƻōǊŀǎ ŘŜ ŎŀǊƛŘŀŘΣ ƘƻƎŀǊŜǎ ŘŜ ŀŎƻƎƛŘŀ ŘŜ ƳŜƴƻǊŜǎ Ŏƻƴ ŘƛǎŎŀǇŀŎƛŘŀŘ όάtŜǉǳŜƷƻ /ƻǘǘƻƭŜƴƎƻέύ ǳōƛŎŀŘƻǎ Ŝƴ Řƛǎǘƛƴǘŀǎ ǊŜgiones del país e 
iniciativas educacionales (colegios de educación básica y media). Fuente: https://www.donorione.cl/movimiento-juvenil  
3 Institución cristiana cuya misión es atender a menores en situación de vulneración de derechos y riesgo social, por medio de hogares de acogida. 
Fuente: http://www.ctue.cl/ong-renuevo/  
4 CǳƴŘŀŎƛƽƴ ŘŜǇŜƴŘƛŜƴǘŜ ŘŜ ƭŀ CǳƴŘŀŎƛƽƴ 5ƻƴ .ƻǎŎƻΣ ŘŜ ƭŀ /ƻƴƎǊŜƎŀŎƛƽƴ {ŀƭŜǎƛŀƴŀΣ ŘŜǎǘƛƴŀŘŀ ŀƭ άŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ƘǳƳŀƴƻ ŘŜ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǉǳe vivenen 
situación de vulnerabilidad y eȄŎƭǳǎƛƽƴέΦ {ǳ ǘǊŀōŀƧƻ ǎŜ ŦƻŎŀƭƛȊŀ ǇǊƛƴŎƛǇŀƭƳŜƴǘŜ ŀ ǘǊŀǾŞǎ ŘŜ ǇǊƻƎǊŀƳŀǎ ŜŘǳŎŀǘƛǾƻǎΦ CǳŜƴǘŜΥ 
http://www.fundaciondonbosco.cl/quienes-somos/  

http://www.villapadrehurtado.cl/nosotros
https://www.donorione.cl/movimiento-juvenil
http://www.ctue.cl/ong-renuevo/
http://www.fundaciondonbosco.cl/quienes-somos/
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LLΦ tǊƻȅŜŎǘƻǎ ŘŜ [Ŝȅ Ŝƴ ¢ǊłƳƛǘŜ 

SÍNTESIS DESCRIPTIVA PROYECTOS DE LEY:  

Los proyectos se refieren a los derechos y deberes constitucionales y a las normas complementarias a éstos. Los 
títulos son los propuestos por sus autores. 

 
TABLA EXPLICATIVA DE URGENCIAS EN LA TRAMITACIÓN DE LA LEY, CUYA DISCUSIÓN Y VOTACIÓN SE REALIZA EN LA 

CÁMARA REQUERIDA 

URGENCIA PLAZO DE TERMINACIÓN 

Sin urgencia No está sujeto a plazo alguno 

Simple urgencia Treinta días 

Suma urgencia Quince días 

Discusión inmediata Seis días 

 

 

DERECHO DE FAMILIA 

Reforma la Carta Fundamental para incluir, dentro de los derechos fundamentales susceptibles 
del recurso de protección, el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos 

 
N° de Boletín: 11684-07  
Fecha de Ingreso: jueves 12 de abril de 2018 
Cámara de origen: Cámara de Diputados  
Iniciativa: Moción 
Autor: Jaime Bellolio, Gonzalo Fuenzalida, Harry Jürgensen, Luis Pardo, Alejandro Santana, Cristóbal 
Urruticoechea 
 
Descripción: Artículo único. Proyecto que modifica el artículo 20 de la Constitución Política de la República sobre 
el Recurso de Protección, incorporando ƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ άмлȏΣ ǎƻƭƻ Ŝƴ ƭƻ ǊŜƭŀǘƛǾƻ ŀƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ǇǊŜŦŜǊŜƴǘŜ ŘŜ ƭƻǎ ǇŀŘǊŜǎ 
ŀ ŜŘǳŎŀǊ ŀ ǎǳǎ ƘƛƧƻǎΣέ en relación a los derechos y garantías establecidos en el articulo 19 susceptibles de este 
recurso. El proyecto se fundamenta en el contenido del inciso segundo del artículo primero de la Constitución, 
que establece que la familia es el núcleo fundamental ŘŜ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘΣ ŘŜ ƭƻ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŘŜǎǇǊŜƴŘŜ άque la sociedad 
política se construye desde la familia y que no puede el legislador extender su competencia sobre ellaέ. 
/ƻƴǎƛŘŜǊŀƴŘƻ άŜƭ ƛƴŎǊŜƳŜƴǘƻ ŘŜƭ ǇƻŘŜǊ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻ para configurar y orientar los currículos, determinar los 
contenidos e implementar diversas acciones de promoción de valores en el contexto educativoέΣ Ŝƭ ǇǊƻȅŜŎǘƻ 
pretende entregar a los padres las herramientas jurídicas pertinentes para ejercer dicho derecho de manera 
eficaz, lo que implica garantizar la aplicación de la acción constitucional de protección, en tanto es uno de los 
derechos asegurados por la Constitución.  

 
Urgencia: Sin Urgencia.  

 
Volver al índice  
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OBJECIÓN DE CONCIENCIA 

Interpreta el Código Sanitario en materia de objeción de conciencia planteada por establecimientos 
de salud, ante el requerimiento de interrupción voluntaria del embarazo 

 
N° de Boletín: 11653-11   
Fecha de Ingreso: martes 3 de abril de 2018 
Cámara de origen: Cámara de Diputados 
Iniciativa: Moción 
Autor: Pepe Auth; Natalia Castillo; Juan Luis Castro; Ricardo Celis; Miguel Crispi; Marcelo Díaz; Marcela 
Hernando; Cosme Mellado; Claudia Mix; Patricio Rosas 
 
Descripción: Artículo único. tǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ [Ŝȅ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀǘƛǾƻ ǉǳŜ ǘƛŜƴŜ ŎƻƳƻ ƻōƧŜǘƛǾƻ ŦƛƧŀǊ άŘŜ ƳŀƴŜǊŀ ŀǳǘŞƴǘƛŎŀέΣ 
el sentido y alcance del artículo 119 ter del Código Sanitario relativo a la ley n° 21.030 que legaliza la interrupción 
voluntaria del embarazo en tres causales. El proyecǘƻ ǎŜƷŀƭŀ ǉǳŜ ƭŀ άla ley debe precisar qué debe entenderse 
ǇƻǊ άŀǎŜƎǳǊŀǊ ƭŀ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ƳŞŘƛŎŀ ŘŜ ƭŀǎ ǇŀŎƛŜƴǘŜέ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀ ǇƻǎƛōƛƭƛŘŀŘ ŘŜ ǉǳŜ ǎŜŀ ŜƧŜǊŎƛŘŀ ƭŀ ƻōƧŜŎƛƽƴ ŘŜ 
conciencia por instituciones privadasέΦ 9ƴ ŜǎǘŜ ǎŜƴǘƛŘƻΣ ǇǊƻǇƻƴŜ ŀǎŜƎǳǊŀǊ ǉǳŜ ƭƻǎ ŎŜƴǘǊƻs de salud ginecológica, 
tanto públicos como privados, que tengan convenios de prestaciones médicas con el Estado, garanticen la 
ŜƧŜŎǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻ ŜǎǘŀōƭŜŎƛŘƻ ǇƻǊ ƭŀ ƭŜȅ άŎƻƴ ŜŦƛŎƛŜƴŎƛŀ ȅ ŜŦƛŎŀŎƛŀέΣ ƭƻ ǉǳŜ ƛƳǇƭƛŎŀ ǇǊƻƘƛōƛǊ ǉǳŜ aquellos 
establecimientos de salud que sean objetores de conciencia, celebren convenios con el Estado en materia 
ginecológica y obstetricia.  

 
Urgencia: Sin Urgencia.  

 
Volver al índice  

 

DERECHOS DEL PACIENTE 

Modifica la ley N° 20.584 que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con 
acciones vinculadas a su atención en salud, para incorporar el nombre social del paciente que así lo 

requiera, en el tratamiento que a éste debe darse por parte de los centros de salud 

 
N° de Boletín: 11652-11  
Fecha de Ingreso: martes 3 de abril de 2018 
Cámara de origen: Cámara de Diputados 
Iniciativa: Moción 
Autor: Boris Barrera; Karol Cariola; Loreto Carvajal; Maya Fernández; Carmen Hertz; Amaro Labra; Guillermo 
Teillier; Camila Vallejo 
 
Descripción: Dos artículos. Proyecto de Ley que modifica los artículos 5 y 12 de la Ley 20.584 que regula los 
derechos y deberes en relación con acciones vinculadas a la atención en salud, específicamente con el fin de 
precisar las disposiciones que hacen alusión al derecho a ser tratado y atendido por el nombre, y a su registro 
en la ficha clínica del paciente. En lo concreto, el proyecto busca reconocer este derecho en pacientes 
transgénico o intersexuales, precisando el que se les deba llamar por su nombre social si es que el paciente así 



 
 

15 
 

 

lo elige, y que éste quede registrado en su ficha clínica. El proyecto busca asegurar el cumplimiento de una 
Circular ya vigente del Ministerio de Salud al respecto (Circular 21/2012) tanto en establecimientos públicos 
como privados, ya que en estos últimos ha sido muchas veces omitida o materia de controversias judiciales.  
 
Urgencia: Sin urgencia 
 
Volver al índice  
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PROYECTOS DE LEY EN TRÁMITE QUE HAN SIDO PUBLICADOS EN EL BOLETÍN: 

MATRIMONIO Y DERECHO DE FAMILIA 
 
Matrimonio 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE 
TRAMITACIÓN 

BOLETÍN JURÍDICO 

Modifica diversos cuerpos legales 
para regular, en igualdad de 
condiciones, el matrimonio de 
parejas del mismo sexo. 

11422-07 Senado Primer Trámite 
constitucional / Senado 
 
 
 
 
Urgencia: Sin urgencia 

Año XII n°11 
Septiembre 2017 

Modifica el Código Civil para 
eliminar el parentesco por afinidad 
una vez disuelto el matrimonio. 

10637-07 Diputados Primer trámite 
constitucional/ C. 
Diputados 
 
 
 
Urgencia: Simple 

Año IX n°7 
Mayo 2016 

 
 

Derecho de Familia 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE 
TRAMITACIÓN 

BOLETÍN JURÍDICO 

Modifica la ley N° 19.620, para 
permitir la adopción de menores por 
parte de los convivientes civiles. 

11447-18 Diputados  Primer trámite 
constitucional / C. 
Diputados  

 
 
Urgencia: Simple  

Año XII n°11 
Septiembre 2017 

Modifica la ley N°19.968, que Crea 
los Tribunales de Familia, para dar 
rápida y efectiva tramitación a las 
denuncias de violencia intrafamiliar 
deducidas por terceros. 

11213-18 Senado Segundo trámite 
constitucional/C. 
Diputados 
 
 
 
Urgencia: Simple 

Año XII n°7 
Mayo 2017 

Regula la gestación por subrogación 
o gestación subrogada  
como mecanismo de reproducción 
asistida 

11576-11 Diputados Primer trámite 
constitucional / C. 
Diputados  
 
 
Urgencia: Simple 

Año III n°4 
Enero 2018 

 

https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11934&prmBoletin=11422-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11068&prmBoletin=10637-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11963&prmBL=11447-18
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11729&prmBL=11213-18
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=12092&prmBoletin=11576-11
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Derechos de la Infancia  

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE 
TRAMITACIÓN 

BOLETÍN JURÍDICO 

Crea la Defensoría de los Derechos 
de la niñez. 

10584-07 Senado Trámite en Tribunal 
Constitucional/Senado 
 
Urgencia: Suma 

Año XII n°7 
Mayo 2017 

Sistema de garantías de los 
Derechos de la niñez. 

10315-18 Diputados Segundo Trámite 
Constitucional / Senado  
 

 
 
Urgencia: Simple 

Año X n°11 
Septiembre 2015 

Otorga nuevas atribuciones al 
Ministerio de Desarrollo Social en 
materia de niñez y crea la 
Subsecretaría de la Niñez, 
dependiente del mismo5. 

10314-06 Senado Comisión Mixta por 
rechazo de modificaciones/ 
C. Diputados 
 
 
Urgencia: Suma 

Año XII n°9 
Julio 2017 

 

DERECHO Y RELIGIÓN 

 
A. Derecho a la Vida 

Protección del recién nacido 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE 
TRAMITACIÓN 

BOLETÍN JURÍDICO 

Establece medidas de protección a 
la lactancia materna y su ejercicio. 

9303-11 Senado Segundo trámite 
constitucional/  
C. Diputados 

 
 
Urgencia: Sin 
Urgencia 

Año IX n° 6 
Abril 2014 

                                                           
 

 

5 Proyecto publicado el 29 de septiembre de 2015 y no reseñado en el Boletín Jurídico. El proyecto consta de un artículo permanente que se refiere 
a la modificación de la Ley N° 20.530 y, en especial, a la creación de la Subsecretaría de la Niñez (artículos 1°, 2°, 3°, 6°, 7°, 8°, 16° de la ley e 
intercala un ¢ƛǘǳƭƻ LLL ά5Ŝƭ /ƻƴǎŜƧƻ ŘŜ ƭŀ {ƻŎƛŜŘŀŘ /ƛǾƛƭ ŘŜ ƭŀ bƛƷŜȊ ȅ ŘŜƭ /ƻƴǎŜƧƻ bŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ ƭƻǎ ƴƛƷƻǎέύΦ 9ǎǘŀōƭŜŎŜΣ ŀŘŜƳłǎΣ ŘƛǎǇƻǎƛŎƛƻnes 
transitorias para su efectiva implementación.  

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=10584-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10729&prmBoletin=10315-18
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10727&prmBoletin=10314-06
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9714&prmBoletin=9303-11
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Modifica el Código Penal para 
aumentar la pena al delito de 
abandono de un recién nacido. 

9643-18 Diputados Primer trámite 
constitucional/ C. 
Diputados/ Comisión 
de la Familia y Adulto 
Mayor 

 
Urgencia: Sin 
Urgencia  

Año X n°1 
Octubre 2014 

 
 

B. Religiones y Creencias en el espacio público 
 

Protección penal de la libertad religiosa 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE TRAMITACIÓN BOLETÍN 
JURÍDICO 

Modifica la ley N° 19.638, 
que establece normas 
sobre constitución 
jurídica de las iglesias y 
organizaciones religiosas 

11634-07  Diputados  Primer trámite 
constitucional/ C. 
Diputados  

Año XIII 
N°5 
Febrero-
Marzo 2018 

Modifica la ley N° 20.584, 
que Regula los derechos y 
deberes que tienen las 
personas en relación con 
acciones vinculadas a su 
atención en salud, con el 
objeto de permitir la 
muerte digna o 
eutanasia. 

11577-11  Diputados  Primer trámite 
constitucional / C. 
Diputados 

Año XIII n° 4 
 Enero 2018 

Modifica la ley N° 17.798, 
Sobre Control de Armas, 
con el objeto de prohibir 
la fabricación y 
comercialización de 
globos de papel elevados 
mediante el uso de fuego. 

11558-02 Diputados Primer trámite 
constitucional / C. 
Diputados 

Año XIII n°4 
Enero 2018 

Tipifica el delito de 
incitación a la violencia. 

11424-
17 

Diputados  Primer trámite 
constitucional / C. 
Diputados 

Año XII n°11 
Septiembre 
2017 

https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10062&prmBoletin=9643-18
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=12093&prmBoletin=11577-11
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=12074&prmBoletin=11558-02
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11939&prmBoletin=11424-17
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11939&prmBoletin=11424-17
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Modifica el Código Penal, para 
incorporar el delito de incitación al 
odio o a la violencia contra 
personas que indica. 

11331-07  Diputados Primer trámite 
constitucional / Diputados  

Año XII n°9 
Julio 2017 

Adecua la ley penal en materia de 
amnistía, indulto y prescripción de 
la acción penal y la pena a lo que 
dispone el derecho internacional 
respecto de los delitos de 
genocidio, de lesa humanidad o de 
guerra. 

9773-07 Senado Primer trámite 
constitucional/Senado 
 
 
 
Urgencia: Simple 

Año X n° 3 
Diciembre 2014 

Equipara el tratamiento que el 
Estado y sus agentes, les deben a 
las distintas iglesias existentes en 
Chile y, resguarda la objeción de 
conciencia. 

9563-07 Senado Primer trámite 
constitucional/Senado 
 
 
 
Urgencia: Sin Urgencia 

Año XI n°9  
Julio 2016 

Modifica el artículo 19 N° 6 ° de la 
Constitución Política de la 
República para asegurar la 
igualdad de trato a las iglesias, 
culto y creencias religiosas y 
garantizar el derecho de objeción 
de conciencia. 

9716-07 Senado Primer trámite 
constitucional/Senado 
 

 
 
 

Urgencia: Sin Urgencia 

Año XI n°9  
Julio 2016 

Introduce modificaciones en 
materia de libertad de religión y 
culto. 

5074-07 Diputados Primer trámite 
constitucional/Senado 
 
 
 
 
Urgencia: Sin Urgencia 

Año XI n°9  
Julio 2016 

 
 

 

 

 

 

 

 

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=11331-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10192&prmBoletin=9773-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9979&prmBoletin=9563-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10134&prmBoletin=9716-07
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10134&prmBoletin=9716-07
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C. Igualdad y No Discriminación 
 
Sexo, Raza y Religión 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE TRAMITACIÓN BOLETÍN 
JURÍDICO 

Modifica la ley N°19.253, que Establece 
normas sobre protección, fomento y 
desarrollo de los indígenas, y crea la 
Corporación Nacional de Desarrollo 
Indígena, para otorgar al pueblo 
pewenche el reconocimiento como 
etnia indígena principal de Chile. 

11352-17 Diputados  Primer trámite constitucional / 
C. Diputados 

Año XII n°11 
Septiembre 
2017 

Modifica la ley N°19.253, que Establece 
normas sobre protección, fomento y 
desarrollo de los indígenas, y crea la 
Corporación Nacional de Desarrollo 
Indígena, para otorgar al pueblo 
chango el reconocimiento como etnia 
indígena de Chile. 

11335-17 Diputados Segundo trámite constitucional 
/ Senado 

Año XII n°11 
Septiembre 
2017 

Modifica diversos cuerpos legales con 
el objeto de establecer medidas en 
materia de educación y trabajo que 
garanticen la igualdad de género. 

11181-18 Diputados Primer trámite constitucional / 
C. Diputados  

Año XII n°11 
Septiembre 
2017 

Modifica el Código sanitario para 
incorporar y regular el uso medicinal de 
productos derivados de cannabis. 

11327-11 Diputados Primer trámite constitucional / 
C. Diputados 

Año XII n°11 
Septiembre 
2017 

Declara feriado el 24 de junio de cada 
año, Día Nacional de los Pueblos 
Indígenas. 

11300-06 Diputados Primer trámite constitucional / 
C. Diputados 

Año XII n°9 
Julio 2017 

Modifica la ley N°18.695, orgánica 
constitucional de Municipalidades, 
respecto de la prohibición de 
parentesco entre el alcalde y los 
concejales en caso de pertenecer a 
pueblos indígenas. 

11242-06 Diputados Primer trámite constitucional / 
C. Diputados 

Año XII n°9 
Julio 2017 

https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11866&prmBL=11352-17
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11854
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11696&prmBoletin=11181-18
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11842&prmBL=11327-11
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11811&prmBoletin=11300-06
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11760&prmBoletin=11242-06
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Crea el Consejo Nacional y los Consejos 
de Pueblos Indígenas6. 

10526-06 Diputados Segundo trámite     
constitucional/ Senado 
 
 
 
Urgencia: Simple 

Año XII n° 8  
Julio 2017    

Crea el Ministerio de los Pueblos 
Indígenas. 

10687-06 Diputados  Segundo Trámite 
Constitucional/ Senado  
 
 
 
Urgencia Suma  

Año XI n°7 
Mayo 2016 

Reconoce y da protección al derecho a 
la identidad de género. 

8924-07 Senado Segundo trámite constitucional/ 
Diputados 
 
Urgencia: Discusión inmediata. 

Año VIII n°7 
Mayo 2013 
 

Modifica Código del Trabajo, en 
materia de discriminación e igualdad 
de remuneraciones, de hombres y 
mujeres. 

9322-13 Senado Primer Trámite 

Constitucional/Senado. 
Año IX n°6 
Abril 2014 

 

D.  Propiedad 
 
Patrimonio Cultural 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE TRAMITACIÓN BOLETÍN JURÍDICO 

Establece el derecho real de 
conservación. 

5823-07 
 

Diputados Tercer trámite 
constitucional/Diputados 
 
 

    Urgencia: Simple 

Año III n°6 
Abril 2008 

                                                           
 

 

6 Proyecto de ley presentado el día 14 de enero de 2016 y no reseñado en el Boletín Jurídico. Consta de 21 artículos y 5 artículos transitorios. Según 
dispone el artículo 1 se crearán nueve Consejos de Pueblos Indígenas, los cuales se constituirán como corporaciones de Derecho Público de carácter 
autónomo, representativo, participativo y de consulta. A cada Consejo le corresponderá la representación de los intereses, necesidades y derechos 
colectivos del respectivo pueblo indígena, especialmente ante los órganos del Estado, constituyendo una instancia de participación en todos los 
ámbitos de la política pública, y en particular, respecto a los procesos de consulta y participación de los pueblos indígenas conforme a lo dispuesto 
en el Convenio N° 169, Sobre Pueblos Indígenas y Tribales, de la OIT. Para mayor detalle sobre el Proyecto y su tramitación pinchar en el número 
de boletín en la tabla.   

https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10947&prmBoletin=10526-06
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11108&prmBoletin=10687-06
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9331&prmBoletin=8924-07
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=9322-13
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=6207&prmBoletin=5823-07
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Que deroga inciso final del numeral 
24°, de Art. 19 de la Carta 
Fundamental y, asegura a todas las 
personas, el derecho al agua y a su 
acceso en cantidad y calidad 
suficientes, para satisfacer las 
necesidades individuales y 
colectivas. 

9321-12 Senado Primer trámite 
constitucional/Senado  
 
Urgencia: Sin urgencia 

Año IX n°6 
Abril 2014 
 

Reforma el Código de Aguas.  7543-12 Diputados Segundo Trámite 
Constitucional / Senado 
 
Urgencia: Sin urgencia 

Año XII n°2 
Noviembre 2016 

 
 

E. Derecho de Información y Opinión 
 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE  
ORIGEN 

ESTADO DE TRAMITACIÓN BOLETÍN JURÍDICO 

Modifica ley N° 19.733, sobre 
Libertades de Opinión e 
Información y Ejercicio del 
Periodismo, para exigir a los diarios 
electrónicos, el cumplimiento de las 
exigencias establecidas, para los 
medios de comunicación social. 

9461-19 
 

Diputados Segundo trámite 
constitucional/Senado 

 
 
 
 
   Urgencia: Sin Urgencia 

Año IX n° 9 
Julio 2014 

Modifica la pena para la 
radiodifusión no autorizada. 

10456-15 Senado Primer trámite 
constitucional/Senado 
 
 
Urgencia: Simple 

Año XI n°3  
Diciembre 2015 
 

 

F. Educación 
 
Educación y su protección 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE  
ORIGEN 

ESTADO DE TRAMITACIÓN BOLETÍN 
JURÍDICO 

Crea el Sistema de Educación 
Pública y modifica diversos 
cuerpos legales. 

10368-04 Diputados Trámite de aprobación / C. 
Diputados  
 
 
Urgencia: Simple 

Año XI n°2 
Noviembre 2015 
 

 
 
 
 

https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9733&prmBoletin=9321-12
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=7936
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9874&prmBoletin=9461-19
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10873&prmBoletin=10456-15
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10782&prmBoletin=10368-04
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G. Varios 
 

NOMBRE DEL PROYECTO N° BOLETÍN 
CÁMARA DE 
ORIGEN 

ESTADO DE 
TRAMITACIÓN 

BOLETÍN JURÍDICO 

Modifica el Código de Justicia Militar 
con el objeto de eliminar la pena de 
muerte 

11639-17 Diputados Primer trámite 
constitucional/ C. 
Diputados 

Año XIII N°5 
Febrero- Marzo 2018 

Modifica Art. 2° de ley del Instituto 
Nacional de Derechos Humanos, con 
el objeto de definir los hechos 
constitutivos de violación de los 
derechos humanos. 

9572-17 Senado Primer trámite 
constitucional / Senado  
 
 
Urgencia: Sin urgencia. 

Año XI n°8 
Junio 2016 

Modifica la ley General de Urbanismo 
y Construcciones, con el objeto de 
especificar el tipo de infraestructura 
exenta de la obligación de contar con 
un permiso municipal. 

10011-14 Diputados Tercer trámite 
constitucional/ C. 
Diputados. 

 
 
Urgencia: Sin urgencia 

Año XI n°9  
Julio 2016 

Modifica Código Sanitario, con el 
objeto de exigir que normas 
destinadas al consumo humano del 
agua, consideren los estándares 
determinados por la Organización 
Mundial de la Salud. 

9285-11 Diputados Segundo trámite 
constitucional/ Senado 
 
 
 
Urgencia: Sin urgencia 

Año XI n°9  
Julio 2016 

 
 
 
Volver al índice 

  

https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9987&prmBoletin=9572-17
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10434&prmBoletin=10011-14
https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9700&prmBoletin=9285-11
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LLLΦ 5ƻŎǳƳŜƴǘƻǎ  

A. Demanda presentada por diputados del Partido Comunista, pidiendo se declare la nulidad de la sentencia 
del Tribunal Constitucional que permitió la objeción de conciencia institucional en el proyecto de ley sobre 
aborto en tres causales (extracto) 
 
άEn lo principal: Demanda de nulidad de derecho público.  
En el primer otrosí: Acompaña documentos  
En el segundo otrosí: Personería. 
En el tercer otrosí: Patrocinio y poder  
 

S.J.L. en lo Civil de Santiago 
 

LUIS CUELLO PEÑA Y LILLO, abogado, domiciliado en Compañía 1131, Santiago, en representación convencional, 
según se acreditará, de BORIS ANTHONY BARRERA MORENO, KAROL AÍDA CARIOLA OLIVA, HUGO HUMBERTO 
GUTIÉRREZ GÁLVEZ, CARMEN ADELAIDA HERTZ CÁDIZ, AMARO JAMIL JÉSUS LABRA SEPÚLVEDA, DANIEL 
IGNACIO NÚÑEZ ARANCIBIA, GUILLERMO LEON TEILLIER DEL VALLE y CAMILA ANTONIA AMARANTA VALLEJO 
DOWLING, todos diputados de la República, de mi mismo domicilio, a US. con respeto digo: Que, de conformidad 
a lo dispuesto en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, vengo en demandar en juicio ordinario civil 
al TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, órgano autónomo del Estado, sin personalidad jurídica ni patrimonio propio, 
con domicilio en Huérfanos 1234, Santiago, representado por el CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO, presidido 
por doña María Eugenia Manaud Tapia, abogada, ambos domiciliados en Agustinas 1687, Santiago, con el 
propósito que S.S. declare la nulidad de derecho público del considerando Centesimotrigesimoctavo número 2); 
ŘŜƭ ƴǳƳŜǊŀƭ нȏ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊǘŜ ǊŜǎƻƭǳǘƛǾŀ ǉǳŜ ŘŜŎƭŀǊŀ ƭŀ ƛƴŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ Ŏŀǎƻέ Ŝƴ Ŝƭ 
artículo 1º, numeral 3º del proyecto de ley que que introduce un nuevo artículo 119 ter al Código Sanitario; y 
ŘŜƭ ƴǳƳŜǊŀƭ оȏ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊǘŜ ǊŜǎƻƭǳǘƛǾŀ ǉǳŜ ŘƛǎǇƻƴŜ ƭŀ ŜƭƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ ŎŀǎƻέΣ ǘƻŘƻǎ ŘŜƭ Ŧŀƭƭƻ 
del Tribunal Constitucional pronunciado en causa Rol Nº 3729 (3751)-17-CPT, por las razones de hecho y derecho 
que a continuación expongo: 
 
I.- Resumen. La presente demanda tiene por objeto que S.S. declare la nulidad de derecho público de aquella 
parte de la sentencia del Tribunal Constitucional pronunciada en Causa Rol Nº 3729 (3751)-17-CPT, pronunciada 
con fecha 28 de agosto de 2017, que crea la objeción de conciencia institucional en el proyecto de ley sobre 
despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales. En adelante, expondremos como 
el Tribunal Constitucional, por la vía de suprimir ciertas palabras del nuevo artículo 119 ter del Código Sanitario, 
aprobado por el Congreso Nacional, dio lugar a una nueva norma en el texto legal - la objeción de conciencia 
institucional-, excediendo su competencia como órgano encargado del control de constitucionalidad de las leyes 
y, por tanto, atribuyéndose facultades legislativas que el ordenamiento jurídico no le ha reconocido y que 
corresponden en forma privativa al Congreso Nacional.  
En primer término, expondremos sobre la procedencia de la nulidad de derecho público respecto de los actos 
del Tribunal Constitucional; luego, describiremos la tramitación del proyecto de ley de despenalización de la 
interrupción voluntaria del embarazo, respecto a la denominada objeción de conciencia institucional que fue 
desestimada en el debate legislativo.  
En segundo lugar, haremos referencia a los límites constitucionales y demostraremos cómo el Tribunal 
Constitucional, conociendo de un requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de diputados, 
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incurrió en la causal de incompetencia del artículo 7º de la Constitución con la incorporación de la precitada 
norma de objeción de conciencia institucional. 
 
II.- Procedencia de la nulidad de derecho público respecto de los actos del Tribunal Constitucional.  
1.- La nulidad de derecho público es una sanción que emana de los artículos 6º y 7º de la Constitución Política 
de la República, y que constituye un mecanismo que brinda eficacia al principio de juridicidad, según el cual 
todos los órganos del Estado están sujetos a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella.  
El artículo 7º de la Constitución establece que: 
άLos órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su 
competencia y en la forma que prescriba la ley.  
Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de 
circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en 
virtud de la Constitución o las leyes. 
Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley 
señaleΦέ 
Lo primero que corresponde señalar en relación al Tribunal Constitucional es que, en tanto órgano del Estado 
está sometido, como cualquier otro, al principio de juridicidad. Es la Constitución la fuente y límite de su acción. 
Como resulta evidente, el carácter de órgano con autonomía constitucional no lo ubica sobre la norma 
fundamental.  
9ƴ ǎŜƎǳƛŘŀΣ ƭŀ ǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀ ŀ άƭƻǎ ƽǊƎŀƴƻǎ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻέ ŘŜƭ ƛƴŎƛǎƻ ǇǊƛƳŜǊƻ ŘŜƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ тȏ ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴΣ Ŝƴ 
ǊŜƭŀŎƛƽƴ ŀƭ ƛƴŎƛǎƻ Ŧƛƴŀƭ ǉǳŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜ άǘƻŘƻ ŀŎǘƻ Ŝƴ ŎƻƴǘǊŀǾŜƴŎƛƽƴ ŀ ŜǎǘŜ ŀǊǘƝŎǳƭƻ Ŝǎ ƴǳƭƻέΣ ƴƻǎ ŎƻƴŘǳŎŜ ŀ 
concluir que no existe ningún órgano del Estado que esté excluido del cumplimiento del principio de juridicidad, 
ni de las consecuencias de su transgresión. El inciso segundo del artículo 7º refuerza este aserto al disponer que 
άƴƛƴƎǳƴŀ ƳŀƎƛǎǘǊŀǘǳǊŀΧέ ǇǳŜŘŜ ŀǘǊƛōǳƛǊǎŜ άƻǘǊŀ ŀǳǘƻǊƛŘŀŘ ƻ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ǉǳŜ ƭƻǎ ǉǳŜ ŜȄǇǊŜǎŀƳŜƴǘŜ ǎŜ ƭŜǎ Ƙŀȅŀƴ 
ŎƻƴŦŜǊƛŘƻ Ŝƴ ǾƛǊǘǳŘ ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ ƻ ƭŀǎ ƭŜȅŜǎΦέ  
De esta suerte, las sentencias del Tribunal Constitucional, en tanto actos emanados de un órgano del Estado, 
deben estar revestidas de los requisitos de validez prescritos por el artículo 7º de la Constitución, pues en caso 
de infringirlos debe ser declarado nulo. De acuerdo a Eduardo Soto Kloss:  
ά/ǳŀƴŘƻ ǎŜ ǇǊŜǎŎǊƛōŜ Ŝƴ Ŝƭ ƛƴƛŎƛƻ ŘŜƭ ƛƴŎƛǎƻ оϲ ŘŜƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ тϲ ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ ǉǳe 'todo acto', lo que está 
ordenando y estableciendo es que ningún acto queda exceptuado de su mandato, sea cual fuere tal acto, ya en 
la función en que recae, ya en la jerarquía de su autor, ya en su naturaleza específica. En efecto, ello rige y es 
aplicable a todo tipo de función estatal, desde la constituyente pasando por la legislativa y la jurisdiccional hasta 
la administrativa y contralora: cualquier acto, de cualquiera de dichas funciones, que contravenga el artículo 7° 
es nulo; ninguno queda excluido, pues, todos están sometidos en su gestación (procedimiento de elaboración) 
como en su contenido a la Constitución, sin excepciónΦέ  
En el mismo sentido, Bocksang (2009), haciéndose cargo que parte de la doctrina ha restringido el ámbito de 
aplicación de ƭŀ ƴǳƭƛŘŀŘ ŘŜ ŘŜǊŜŎƘƻ ǇǵōƭƛŎƻ ŀ ƭƻǎ ŀŎǘƻǎ ŘŜ ƭŀ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴΣ ǎƻǎǘƛŜƴŜ ǉǳŜ ά9ƭ ǘŜƴƻǊ ŘŜ ƭŀ 
disposición constitucional es clarísimo: en ninguna de ellas se constata una especificidad alusiva a los actos 
ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀǘƛǾƻǎΦέ 
2.- Sin perjuicio de lo anterior, esto es, que el ámbito de la nulidad de derecho público alcanza a todo órgano 
estatal, incluso el Tribunal Constitucional, creemos necesario distinguir el régimen jurídico aplicable a éste en 
relación con la nulidad de los actos jurisdiccionales. Al respecto, la reciente jurisprudencia se ha inclinado por la 
improcedencia de la nulidad de derecho público de las sentencias judiciales, fundamentalmente porque existe 
un remedio específico y expresamente regulado en la ley, como es la nulidad procesal, para sancionar las 
infracciones a las normas constitucionales en el proceso. Este argumento no resulta pertinente respecto de las 
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sentencias del Tribunal Constitucional, por cuanto ni la Constitución ni a ley orgánica constitucional que lo regula 
prevén un mecanismo específico para sancionar las infracciones al artículo 7º. En consecuencia, la única vía 
posible para resguardar la juridicidad de los actos del Tribunal Constitucional - a la luz de los artículos 6º y 7º de 
la Carta Fundamental- no es otra que la nulidad de derecho público. 
3.- Abona la pertinencia de la acción nulidad de derecho público lo razonado en el voto disidente del ministro 
Francisco Fernández Fredes en la sentencia del Tribunal Constitucional, pronunciada en causa Rol 1.288-
2008sobre control preventivo del proyecto que modificaba la ley orgánica constitucional del mismo órgano. Allí 
se declaró, por voto de mayoría, la inconstitucionalidad de la norma que excluía a los tratados internacionales 
del control represivo ejercido a través del recurso de inaplicabilidad. 
9ƴ ŜǎǘŜ ŦŀƭƭƻΣ Ŝƭ Ǿƻǘƻ ŘƛǎƛŘŜƴǘŜ ŘŜƭ ƳƛƴƛǎǘǊƻ CŜǊƴłƴŘŜȊ ŜȄǇƻƴŜ ǉǳŜ άΦΦΦǎŜƎǵƴ ƭŀ ŎƭŀǊŀ ǾƻƭǳƴǘŀŘ ŘŜƭ ŎƻƴǎǘƛǘǳȅŜƴǘŜΣ 
desde la reforma de 2005, las normas de un tratado internacional no son susceptibles de control represivo de 
constitucionalidad, sino sólo de control preventivo, tanto facultativo (artículo 93 Nº 3º de la Ley Suprema) como 
en sede de control obligatorio (artículo 93 Nº 1º) si el tratado incluye normas propias de una ley orgánica 
ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭέΦ 
Seguidamente, el ǇłǊǊŀŦƻ тȏ ŘŜƭ ƳƛǎƳƻ Ǿƻǘƻ ŘƛǎƛŘŜƴǘŜ ŜȄǇǊŜǎŀ ƭƻ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜΥ ά9ǎ ƳłǎΣ Ŝƴ ƻǇƛƴƛƽƴ ŘŜ ŜǎǘŜ 
discrepante lo resuelto en este aspecto por el voto de mayoría ignora que a este Tribunal Constitucional, como 
órgano del Estado que es, le empecen por completo los enfáticos mandamientos de los artículos 6º y 7º de 
nuestra Carta Fundamental, en el sentido de sujetarse estrictamente a la Constitución y a las normas dictadas 
conforme a ella (lo que incluye, por cierto, a los tratados vigentes) y de no arrogarse atribuciones que no le 
hayan sido expresamente conferidas, por todo lo cual se considera que un eventual fallo de esta Magistratura 
que acoja un requerimiento de inaplicabilidad contra una norma de un tratado vigente sería susceptible de 
impugnarse por una acción de nulidad de derecho públicoΦέ ό9ƭ ŘŜǎǘŀŎŀŘƻ Ŝǎ ƴǳŜǎǘǊƻύ. 
 
III.- Los hechos.  
Para una mejor inteligencia de los hechos que configuran la causal de incompetencia del artículo 7º de la 
Constitución en que incurre la sentencia del Tribunal Constitucional, se expondrán los hechos en orden 
cronológico.  
De este modo, primero se describirán los principales hitos de la discusión legislativa que culminaron en el 
rechazo de la propuesta de conceder a las instituciones el derecho a abstenerse de practicar, por razones de 
conciencia, la interrupción del embarazo en las causales previstas por lŀ ƭŜȅΣ ƭƻ ǉǳŜ ǎŜ ŘŜƴƻƳƛƴŀ άƻōƧŜŎƛƽƴ ŘŜ 
ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭέΦ  
En segundo término, se referirá aquella parte de la sentencia del Tribunal Constitucional que crea la objeción de 
conciencia de las instituciones a través de la manipulación de la norma aprobada en el Congreso que, 
precisamente, la prohibía. 
 
ώΧϐ 
 
2.- Control de constitucionalidad del proyecto de ley que despenaliza la interrupción voluntaria del embarazo 
en tres causales. 
En agosto de 2017 un grupo de senadores y otro grupo de diputados presentaron ante el Tribunal Constitucional 
dos requerimientos de inconstitucionalidad en contra de ciertas normas del proyecto de ley que despenaliza la 
interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (boletín 9895- 11 ), ambas presentaciones acumuladas en 
un sólo proceso. 
En lo pertinente a esta demanda, los parlamentarios solicitaron la declaración de inconstitucionalidad de la 
totalidad del nuevo artículo 119 ter del Código Sanitario en su totalidad. 
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Fue a partir de estos requerimientos que el Tribunal Constitucional, ejerciendo el control preventivo de 
constitucionalidad de las leyes, modificó el nuevo artículo 119 ter del Código Sanitario en lo referido a la objeción 
de conciencia. 
El nuevo artículo 119 ter del Código Sanitario que el Congreso Nacional aprobó y remitió al Tribunal 
Constitucional es el siguiente: 
ά!ǊǘƝŎǳƭƻ ммф ǘŜǊΦ 9ƭ ƳŞŘƛŎƻ ŎƛǊǳƧŀƴƻ ǊŜǉǳŜǊƛŘƻ ǇŀǊŀ ƛƴǘŜǊǊǳƳǇƛǊ Ŝƭ ŜƳōŀǊŀȊƻ ǇƻǊ ŀƭƎǳƴŀ ŘŜ ƭŀǎ ŎŀǳǎŀƭŜǎ ŘŜǎŎǊƛǘŀǎ 
en el inciso primero del artículo 119 podrá abstenerse de realizarlo cuando hubiese manifestado su objeción de 
conciencia al director del establecimiento de salud, en forma escrita y previa. De este mismo derecho gozará el 
resto del personal profesional al que corresponda desarrollar sus funciones al interior del pabellón quirúrgico 
durante la intervención. En este caso, el establecimiento tendrá la obligación de reasignar de inmediato otro 
profesional no objetante a la paciente. Si el establecimiento de salud no cuenta con ningún facultativo que no 
haya realizado la manifestación de objeción de conciencia, deberá derivarla en forma inmediata para que el 
procedimiento le sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud dictará los 
protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia. Dichos protocolos deberán asegurar la 
atención médica de las pacientes que requieran la interrupción de su embarazo en conformidad con los artículos 
anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal y en ningún caso podrá ser invocada por una 
iƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴΦέ 
 
En seguida, en base a fundamentos que no resulta pertinente examinar en esta sede, la sentencia del Tribunal 
Constitucional razonó y determinó lo siguiente: 
 
1.- 9ƴ Ŝƭ /ƻƴǎƛŘŜǊŀƴŘƻ /ŜƴǘŜǎƛƳƻǾƛƎŜǎƛƳƻǘŜǊŎŜǊƻ ǇǊŜǾƛƴƻ ǉǳŜΥ άvǳŜ Ŝƭ ƴǳƳŜǊŀƭ о ŘŜƭ troyecto introduce un 
nuevo artículo 119 ter al Código Sanitario, regulando por primera vez en forma expresa en nuestro derecho, el 
tema de la objeción de conciencia. Dispensa en tal virtud tanto al médico cirujano requerido para interrumpir el 
embarazo por alguna de las causales descritas en el inciso del artículo 119 ς agregado por el N° 1 del mismo 
Proyecto ς Ŏǳŀƴǘƻ ŀƭ ǊŜǎǘƻ ŘŜƭ ǇŜǊǎƻƴŀƭ ǇǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭ Χέ 
 
2.- 9ƴ Ŝƭ /ƻƴǎƛŘŜǊŀƴŘƻ /ŜƴǘŜǎƛƳƻǾƛƎŜǎƛƳƻŎǳŀǊǘƻ ŜȄǇǊŜǎŀ ǉǳŜ άΦΦΦb) que asimismo el derecho a la objeción de 
conciencia no puede quedar limitado exclusivamente a los profesionales intervinientes en la prestación de que 
se trata, sino que ha de expandirse además a las instituciones en que ellos prestan sus servicios, so pena de 
quebrantar las garantías que se menciona y que se explicitarán en el desarrollo de esta argumentaciónΤέ 
 
3.- Luego, concluye estableciendo en el Considerando Centesimovigesimoctavo lo que sigue: 
άCENTESIMOTRIGESIMOCTAVO. Que, en consecuencia, se declaran inconstitucionales y deberán eliminarse del 
proyecto de ley las siguientes expresiones contenidas en el nuevo artículo 119 ter del Código Sanitario: ... 
2) [ŀ ŦǊŀǎŜ ƛƳǇŜŘƛǘƛǾŀ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ ŎŀǎƻέΣ ǉǳŜ ǎŜ ŜƳǇƭŜŀ ŜƴǘǊŜ άŜǎ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ǇŜǊǎƻƴŀƭ ȅέ ȅ άǇƻŘǊł ǎŜǊ ƛƴǾƻŎŀŘŀ 
ǇƻǊ ǳƴŀ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴέΣ Ŝƴ el inciso primero del artículo 119 ter del Código Sanitario, agregado por el artículo 1°, N° 
3, del citado Proyecto de LeyΦέ 
 
4.- 9ƴ ƭŀ ǇŀǊǘŜ ŘƛǎǇƻǎƛǘƛǾŀ ŘŜ ƭŀ ǎŜƴǘŜƴŎƛŀΣ ƴǳƳŜǊŀƭ нȏΣ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜΥ άvǳŜ Ŝƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ acogerá 
parcialmente la impugnación al artículo 1º, numeral 3ºΣ Ŝƴ ƭŀ ǾƻȊ άǇǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭέ ȅ ƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ 
ŎŀǎƻέΤέ 
 
5.- En el número 3º de la parte dispositiva resuelve cuál será el texto final del artículo 119 ter (que citaremos en 
ƭƻ ǇŜǊǘƛƴŜƴǘŜύΥ άоȏΦ vǳŜΣ Ŝƴ ŎƻƴǎŜŎǳŜƴŎƛŀΣ Ŝǎǘŀ aŀƎƛǎǘǊŀǘǳǊŀ ŘŜŎƭŀǊŀ ǉǳŜ Ŝƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ мȏΣ ƴǳƳŜǊŀƭ оȏ ŘŜƭ ǇǊƻȅŜŎǘƻ 
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de ley, que introduce un nuevo artículo 119 ter al Código Sanitario, en su parte no objetada, es del siguiente 
tenor: Introdúcese el siguiente artículo 119 ter: 
 
ά!ǊǘƝŎǳƭƻ ммф ǘŜǊΦ 9ƭ ƳŞŘƛŎƻ ŎƛǊǳƧŀƴƻ ǊŜǉǳŜǊƛŘƻ ǇŀǊŀ ƛƴǘŜǊǊǳƳǇƛǊ Ŝƭ ŜƳōŀǊŀȊƻ ǇƻǊ ŀƭƎǳƴŀ ŘŜ ƭŀǎ ŎŀǳǎŀƭŜǎ ŘŜǎŎǊƛǘŀǎ 
en el inciso primero del artículo 119 podrá abstenerse de realizarlo cuando hubiese manifestado su objeción de 
conciencia al director del establecimiento de salud, en forma escrita y previa. De este mismo derecho gozará el 
resto del personal al que corresponda desarrollar sus funciones al interior del pabellón quirúrgico durante la 
intervención. En este caso, el establecimiento tendrá la obligación de reasignar de inmediato otro profesional 
no objetante a la paciente. Si el establecimiento de salud no cuenta con ningún facultativo que no haya realizado 
la manifestación de objeción de conciencia, deberá derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le 
sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud dictará los protocolos 
necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia. Dichos protocolos deberán asegurar la atención 
médica de las pacientes que requieran la interrupción de su embarazo en conformidad con los artículos 
anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal y podrá ser invocada por una instituciónΦέΦ 
 
En consecuencia, la llamada objeción de conciencia institucional fue debatida en el proceso legislativo, siendo 
rechazada. Además, fruto del mismo debate fue incorporada una prohibición expresa, impidiendo ser invocada 
por una institución.  
9ƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΣ Ŝƴ ǎǳ ǎŜƴǘŜƴŎƛŀΣ ŘŜŎƭŀǊƽ ƛƴŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭŜǎ ȅ ǎǳǇǊƛƳƛƽ ƭŀǎ ǇŀƭŀōǊŀǎ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ Ŏŀǎƻέ 
que dan forma a la prohibición, dando paso a un sentido nuevo, cual es, la posibilidad de que una institución 
invoque la objeción de conciencia que la ley atribuía -y regulaba su ejercicio- a personas naturales. Para hacerlo, 
no suprimió una disposición completa, sino solo una parte de ella y, por esa vía, al alterar la redacción de la 
misma, procedió a crear una institución jurídica completamente nueva (la objeción de conciencia institucional) 
excediendo su facultad de control, que solo le permite suprimir normas, e invadiendo de modo evidente las 
atribuciones del Poder Legislativo, como se explicará más adelante. 
 
IV.- El derecho.  
1.- Facultades del Tribunal Constitucional ejerciendo el control preventivo de las leyes.  
El artículo 93 de la Constitución Política de la República dispone, en sus numerales 1º y 3º lo que sigue:  
ά!ǊǘƝŎǳƭƻ фоΦ- Son atribuciones del Tribunal Constitucional:  
1º.- Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de 
las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas 
últimas, antes de su promulgación;  
3º.- Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de 
ƭŜȅ ƻ ŘŜ ǊŜŦƻǊƳŀ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ȅ ŘŜ ƭƻǎ ǘǊŀǘŀŘƻǎ ǎƻƳŜǘƛŘƻǎ ŀ ƭŀ ŀǇǊƻōŀŎƛƽƴ ŘŜƭ /ƻƴƎǊŜǎƻΤέ  
Estas normas configuran las facultades de control preventivo de constitucionalidad de las leyes. En el numeral 
1º del artículo 93 se refiere al control preventivo obligatorio. 
En el numeral 3º se contiene la facultad de control preventivo de constitucionalidad eventual, esto es, aquel que 
se ejerce a requerimiento de los órganos legitimados que señala el mismo artículo 93 en su inciso cuarto: el 
Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio. 
Fue esta clase de control preventivo el que ejerció el Tribunal Constitucional en el caso que se somete al 
conocimiento de S.S., con grave infracción a las normas constitucionales. 
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tƻǊ ǎǳ ǇŀǊǘŜΣ Ŝƭ ƛƴŎƛǎƻ ǎŜƎǳƴŘƻ ŘŜƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ фп ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ ǇǊŜǎŎǊƛōŜ ǉǳŜ άLas disposiciones que el Tribunal 
declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se 
trateΦέΦ 
A mayor abundamiento, el artículo 3º de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, N° 17.997, 
eǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜ άŜƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ ǎƽƭƻ ǇƻŘǊł ŜƧŜǊŎŜǊ ǎǳ ƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƽƴ ŀ ǊŜǉǳŜǊƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ȅ ƭƻǎ ƽǊƎŀƴƻǎ 
constitucionales legitimados de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República o de 
oficio, en los casos señalados en la /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ tƻƭƝǘƛŎŀ ŘŜ ƭŀ wŜǇǵōƭƛŎŀ ȅ Ŝƴ Ŝǎǘŀ ƭŜȅέΦ 
Son estas normas las que fijan el ámbito de la competencia del Tribunal Constitucional y las limitaciones 
derivadas de ella. Como ha sostenido la doctrina, el control preventivo de constitucionalidad de las leyes 
únicamente es supresivo, esto es, tiene por efecto impedir que las normas que, de acuerdo al Tribunal 
Constitucional, resulten contrarias a la Constitución se conviertan finalmente en ley de la República. Según 
ŜȄǇǊŜǎŀƴ !ǘǊƛŀ ȅ {ŀƭƎŀŘƻмнΣ άŜƭ ǘŜxto constitucional da al TC competencia negativa. El único efecto que sus 
ǎŜƴǘŜƴŎƛŀǎ Ƙŀƴ ŘŜ ǘŜƴŜǊ Ŝǎ ŜȄŎƭǳƛǊ ŘŜƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ƧǳǊƝŘƛŎƻ ŎƛŜǊǘŀǎ ƴƻǊƳŀǎ ǇƻǊ ǎǳ ƛƴŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭƛŘŀŘΦέ [ƻǎ ƳƛǎƳƻǎ 
ŀǳǘƻǊŜǎ ǎŜƷŀƭŀƴ ǉǳŜ άƴƛƴƎǳƴŀ ŘƛǎǇƻǎƛŎƛƽƴ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΣ Ŝƴ ŎŀƳōƛƻΣ ƭŜ permite actuar como "legislador 
ǇƻǎƛǘƛǾƻϦ ȅ ƻǊŘŜƴŀǊ ǉǳŜ ŘŜǘŜǊƳƛƴŀŘŀǎ ŘƛǎǇƻǎƛŎƛƻƴŜǎ ǇŀǎŜƴ ŀ ŦƻǊƳŀǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ƧǳǊƝŘƛŎƻ ŎƘƛƭŜƴƻΦέ 
9ŦŜŎǘƛǾŀƳŜƴǘŜΣ ŘŜ ŀŎǳŜǊŘƻ ŀƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ ср ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ άLas leyes pueden tener origen en la Cámara de 
Diputados o en el Senado, por mensaje que dirija el Presidente de la República o por moción de cualquiera de 
ǎǳǎ ƳƛŜƳōǊƻǎΦέ El Congreso Nacional y el Presidente de la República concurren a la formación de las leyes, 
excluyendo a toda otra autoridad. 
 
2.- Invasión del Tribunal Constitucional en atribuciones exclusivas del Congreso Nacional y del Presidente de la 
República. 
Como se ha venido sosteniendo, el fallo del Tribunal Constitucional, en aquella parte referida a la objeción de 
ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀΣ ǎǳǇǊƛƳƛƽ ƭŀǎ ǇŀƭŀōǊŀǎ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ ŎŀǎƻέΣ transformando una prohibición en una disposición que crea 
y reconoce un derecho nuevo consistente en la tantas veces citada objeción de conciencia institucional. 
De este modo operó la transformación realizada ilegalmente por el Tribunal Constitucional: 
a.- La parte final del inciso primero del nuevo artículo 119 ter del Código Sanitario, aprobada por el Congreso 
bŀŎƛƻƴŀƭ ŜǎǘŀōƭŜŎƝŀ ƭƻ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜΥ ά[ŀ ƻōƧŜŎƛƽƴ ŘŜ ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀ Ŝǎ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ǇŜǊǎƻƴŀƭ ȅ Ŝƴ ƴƛƴƎǵƴ Ŏŀǎƻ ǇƻŘǊł ǎŜǊ 
invocada por una insǘƛǘǳŎƛƽƴΦέ  
b.- /ƻƴ ƭŀ ǎŜƴǘŜƴŎƛŀ ŘŜƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΣ ŀƭ ŘŜŎƭŀǊŀǊ ƛƴŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ά[ŀ ŦǊŀǎŜ ƛƳǇŜŘƛǘƛǾŀ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ 
ŎŀǎƻέΣ ƭŀ ƴƻǊƳŀ ƭƭŜƎƽ ŀ ǎŜǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ƭŀ ƭŜȅ нмΦлол Ŏƻƴ ƭŀ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜ ǊŜŘŀŎŎƛƽƴΥ  
ά[ŀ ƻōƧŜŎƛƽƴ ŘŜ ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀ Ŝǎ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ǇŜǊǎƻƴŀƭ ȅ ǇƻŘǊł ǎŜǊ ƛƴǾƻŎŀŘŀ ǇƻǊ ǳƴŀ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴΦέ 
ώΧϐ 
3.- Perjuicio institucional.  
Las actuaciones del Tribunal Constitucional motivo de la presente demanda de nulidad de derecho público 
constituyen un serio y grave atentado al principio de juridicidad y al funcionamiento del sistema democrático. 
La manifiesta invasión del Tribunal Constitucional a las facultades privativas que la Constitución otorga a los 
poderes colegisladores, Congreso Nacional y Ejecutivo, es una vulneración de tal entidad al Estado de Derecho 
que sólo resulta reparable con la declaración de nulidad de derecho público. De acuerdo a la Excelentísima Corte 
{ǳǇǊŜƳŀΣ ƭŀ ŀŎŎƛƽƴ ŘŜ ƴǳƭƛŘŀŘ ŘŜ ŘŜǊŜŎƘƻ ǇǵōƭƛŎƻ άƘŀ ǎƛŘƻ ŀŘƳƛǘƛŘŀ ǇƻǊ ƭŀ ƧǳǊƛǎǇǊǳŘŜƴŎƛŀ ȅ ƭŀ ŘƻŎǘǊƛƴŀ ŎƻƳƻ 
base de nuestro Estado de Derecho...como sanción a la violación de lo dispuesto en los incisos primero y segundo 
de la misma norma, concebida dentro de nuestro ordenamiento jurídico como un mecanismo instrumental 
adscrito al principio de juridicidad en que se deben inspirar las actuacƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ƽǊƎŀƴƻǎ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻΦέ 
Es por ello que, atendido que la validez de los actos del Tribunal Constitucional, en tanto órgano del Estado, 
están sometidos a lo dispuesto en los artículos 6º y 7º de la Constitución Política de la República, y que lo resuelto 
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por éste en la causa Rol Nº 3729 (3751)-17-CPT infringen gravemente el requisito de haber obrado el órgano 
dentro de su competencia, según se ha precisado a lo largo de esta acción, solicitaremos a S.S. la declaración de 
nulidad de derecho público de las resoluciones que detallaremos en el petitorio. 
 
POR TANTO, en atención a lo dispuesto en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, 6° y 7° de la 
Constitución Política, 3° de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, N° 17.997 y demás normas 
aplicables 
 
SOLICITO a SS: Tener por interpuesta demanda en juicio ordinario en contra del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, 
representado por el CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO, ya individualizados, admitirla a tramitación y acogerla 
en todas sus partes, declarando en definitiva la nulidad de derecho público :  
1.- Del considerando Centesimotrigesimoctavo número 2);  
2.- 5Ŝƭ ƴǳƳŜǊŀƭ нȏ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊǘŜ ǊŜǎƻƭǳǘƛǾŀ ǉǳŜ ŘŜŎƭŀǊŀ ƭŀ ƛƴŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ Ŏŀǎƻέ Ŝƴ 
el artículo 1º, numeral 3º del proyecto de ley que que introduce un nuevo artículo 119 ter al Código Sanitario; y 
3.- 5Ŝƭ ƴǳƳŜǊŀƭ оȏ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊǘŜ ǊŜǎƻƭǳǘƛǾŀ ǉǳŜ ŘƛǎǇƻƴŜ ƭŀ ŜƭƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ άŜƴ ƴƛƴƎǵƴ ŎŀǎƻέΣ todos de 
la sentencia del Tribunal Constitucional pronunciada en causa Rol Nº 3729 (3751)-17-CPT. 
 
Primer otrosí: Solicito a S.S. tener por acompañados, con citación, los siguientes documentos: 1.- Copia de la 
sentencia del Tribunal Constitucional, de 28 de agosto de 2017, recaída en causa Rol Nº 3729 (3751)-17-CPT. 2.- 
Copia de oficio de ley del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del 
embarazo en tres causales, correspondiente al boletín N° 9.895-11, dirigido por la Cámara de Diputados al 
Tribunal Constitucional, de 3 de agosto de 2017. 
 
Segundo otrosí: Sírvase S.S. tener presente que mi personería para representar a don Boris Anthony Barrera 
Moreno, doña Karol Aída Cariola Oliva, don Hugo Humberto Gutiérrez Gálvez, doña Carmen Adelaida Hertz 
Cádiz, don Amaro Jamil Jesús Labra Sepúlveda, don Daniel Ignacio Núñez Arancibia, don Guillermo León Teillier 
del Valle y doña Camila Antonia Amaranta Vallejo Dowling, consta de escritura pública de mandato judicial 
especial, otorgada por el Notario Público de la Cuarta Notaría de Santiago, señor Cosme Fernando Gomila Gatica, 
con fecha 9 de abril de 2018, cuya copia autorizada con firma electrónica avanzada acompaño. 
 
Tercer otrosí: Sírvase S.S. tener presente que en mi calidad de abogado habilitado para el ejercicio de la 
profesión, asumiré personalmente el patrocinio y poder de la causa y que otorgo, además, poder al abogado 
Wǳŀƴ /ŀǊƭƻǎ ±ŀƭŘƛǾƛŀ {ŀƭƎŀŘƻΣ ŘŜ Ƴƛ ƳƛǎƳƻ ŘƻƳƛŎƛƭƛƻΦέ 
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B. Sentencia de la Corte de Apelaciones de Valdivia, que rechaza recurso de apelación de la Clínica Alemana 
de Osorno contra el Protocolo que regula la objeción de conciencia personal e institucional (Resolución n°63 
Ministerio de Salud)  
 
άValdivia, seis de abril de dos mil dieciocho. 
VISTOS y CONSIDERANDO:  
1° Don Juan Cristóbal Grünwald, abogado, en representación de CORPORACIÓN DE BENEFICENCIA OSORNO, 
ambos con domicilio en Avenida Zenteno1530 de esa ciudad, interpone recurso de protección en contra del 
MINISTERIO DE SALUD, representado por la Ministra de esa cartera doña Carmen Castillo Taucher, ambos con 
domicilio en calle Enrique Mc Iver 541, Santiago, por la dictación de la Resolución Nº 61 sobre objeción de 
conciencia personal e institucional en caso de la interrupción voluntaria del embarazo en 3 causales, de fecha 
22 de enero de 2018, respecto de las normas contenidas en el apartado IV números 2, 6 y 7.  
Dice que la Corporación es conocida como Clínica Alemana creada en 1965 y que entre sus objetivos está fundar 
y sostener un hospital, que, con espíritu cristiano procurará atención médica a enfermos de ambos sexos y que 
está impulsada por la Iglesia Luterana y por ello sus lineamientos están estrechamente ligados a los valores 
cristianos, que se contraponen a la idea del aborto y cita pasajes bíblicos.  
Refiere que existe un contrato der arrendamiento de pabellones entre su representada como arrendadora y el 
Hospital San José de Osorno que contempla, entre otros, prestaciones ginecológicas y obstétricas, que no tiene 
interés en desahuciar y que quisiera suscribir convenios del DFL 36 de 1980.  
Indica que se dictó la Ley 21.030 sobre despenalización del aborto en tres causales y que el respecto existe 
pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre las objeciones de conciencia, con relación a la individual, de 
médicos y la institucional, como la Corporación recurrente y que, a ese respecto el artículo 119 ter. De la citada 
ley dispone que el Servicio de Salud dictará un protocolo al efecto para la regulación de esa objeción.  
Tal es la resolución Nº 61 de enero de este año reclamada, estima que excede el marco legal y es arbitraria, por 
las razones que enumera y que afirma es inconstitucional en los numerales ya indicados, por vulnerar lo 
dispuesto en el artículo 19 Nº 2, 15 y 26 de la Constitución Política de la República, lo que es explicado de manera 
extensa. 
Concluye solicitando que se ordene al Ministerio de Salud que elimine los contenidos del número IV, 2, 6 y 7 de 
la resolución recurrida, con costas.  
2º Don Natalio Vodanovic Schnake, Abogado Procurador Fiscal, en representación del Ministerio de Salud, 
informa acerca del recurso y solicita su rechazo, con costas.  
En síntesis, se refiere al artículo 119 ter del Código Sanitario que regula la objeción de conciencia en los casos 
de aborto en tres causales incorporado al ordenamiento jurídico por ley 21.030 y a la Resolución Nº 61 de 22 de 
enero de este año, que es la impugnada y que fue dictada por mandato legislativo por el Ministerio de Salud, 
precisamente, para regular dicha objeción de conciencia.  
Y se hace cargo de los tres numerales que la recurrente objeta respecto de esa resolución, señalando por qué 
dicha objeción no resulta procedente.  
En primer lugar, refiere que la recurrente jamás ha suscrito un convenio con el Servicio de Salud en los términos 
del DFL Nº 39 del año 1980, de suerte que no ha tomado bajo su responsabilidad las prestaciones que 
corresponden a ese servicio. Mediante tales convenios los entes diversos al Servicio de Salud, como lo es la 
recurrente, se sustituyen a éste en la ejecución de una o más acciones médicas y, conforme a la nueva legislación 
sobre el aborto, las entidades que tengan suscrito tales convenios no pueden ejercer la objeción de conciencia, 
la que está vedada al servicio y, como consecuencia a quienes se sustituyan a éste. Señala entonces que resulta 
improcedente el recurso con respecto del Nº 2 de dicha resolución que se objeta, inaplicable en la especie y, 
además, menos todavía si la actora carece de legitimación activa a ese respecto, por no ser suscriptora de esa 
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clase de convenios. Expresa que lo que hay es la existencia de una relación contractual de prestación de servicios 
dela recurrente con el Hospital Base de Osorno (persona diversa al Servicio de Salud), de arrendamiento de 
pabellones, que se verifica a través de órdenes de compra que emite el hospital a la clínica, para prestaciones 
quirúrgicas a varones o mujeres y en diversas especialidades, que la recurrente puede aceptar o rechazar sin 
limitaciones, por lo que no se divisa cómo puede resultar afectada su objeción de conciencia. Así consta y de 
ello dan cuenta las órdenes acompañadas al recurso. 
En segundo lugar, se afirma en el informe que el Nº 6 de la resolución objetada exige la comunicación de la 
objeción de conciencia al Ministerio de Salud, sin que se aprecie cuál puede ser la ilegalidad o arbitrariedad si 
no se limita el derecho a formular la objeción. 
Y en tercer lugar, respecto al Nº 7 de la resolución, la exigencia de los antecedentes que allí se consignan de 
acompañar la personería, los estatutos y demás antecedentes que ese numeral indica, es propia y común de 
cualquier clase de solicitudes -tales como la presentación de este recurso por no que tampoco resultan 
contrarias a alguna garantía constitucional de la recurrente. 
El informe se hace cargo de los diversos argumentos de la recurrente y argumenta para desvirtuarlos uno a uno 
y sostiene que la resolución objetada fue dictada por mandato legislativo, asegurando la posibilidad de llevar a 
cabo la objeción de conciencia y asimismo asegurar las prestaciones médicas necesarias para la interrupción del 
embarazo en tres causales, recayendo fundamentalmente el peso o responsabilidad de ello en el Servicio de 
Salud. 
3º Las partes acompañaron documentos, tanto con la demanda que contiene la acción, como con el del informe 
de la recurrida y se trajeron los autos en relación.  
4º Desde luego nos encontramos en el escenario de la objeción de conciencia institucional con respecto a la 
práctica del aborto voluntario en las tres causales agregadas por la ley 21.030 y, en primer lugar, debe dejarse 
establecido que la recurrente no tiene, no ha suscrito, convenio alguno conforme al DFL Nº 36 de 1980 que la 
ligue al Servicio de Salud y en virtud del cual se subrogue o asuma el rol de éste o que aparezca como su delegada, 
de suerte que le es inaplicable lo dispuesto en el apartado IV Nº 2 de la resolución impugnada, que impide 
plantear dicha objeción a las entidades que mantengan ese tipo de convenios.  
Tal como lo planteó en estrados el Abogado Procurador Fiscal, la responsabilidad -u obligación- de llevar a cabo 
las intervenciones quirúrgicas para interrumpir el embarazo en las tres causales por las que la mencionada ley 
autorizó o despenalizó el aborto, recae fundamentalmente en el Servicio de Salud y en los profesionales que en 
ese servicio público laboran o se desempeñan.  
La recurrente expresa claramente que no ha suscrito esa clase de convenios, aunque señala que le gustaría 
hacerlo, cuestión que escapa a esta acción constitucional; pero tal hecho ha quedado asentado por haberlo 
afirmado ambas partes. 
Lo anterior sin perjuicio que tales intervenciones puedan efectuarlas los profesionales que laboran en el sector 
privado, con tal que en los hospitales o clínicas que se desempeñen no tengan objeción de conciencia 
institucional a ese respecto.  
Ello no obsta a que, en caso de la primera causal, peligro de muerte para la madre, cuando no hay otro 
profesional que pueda practicar la intervención, dada la emergencia y peligro para la madre, está obligado por 
ley a hacerlo el que esté disponible, aun contra su propia objeción de conciencia.  
5º Es así, entonces, que la reclamante carece de legitimación activa para la objeción del apartado IV Nº 2 de la 
resolución impugnada por esta vía.  
6º En cuanto a los numerales 6 y 7 de la misma resolución, no es posible visualizar la ilegalidad o arbitrariedad 
que se denuncia, desde que la documentación que se exige presentar para expresar la objeción de conciencia 
institucional y las formas reguladas en esas disposiciones, en nada dificultan el ejercicio del derecho a expresar 
la mentada objeción, por ser comunes a cualquier clase de trámites; y, además, porque no se reserva al Servicio 
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de Salud la posibilidad de objetar, rechazar o negar lugar de alguna forma a la manifestación de voluntad de la 
institución de que se trate.  
Por lo dicho hasta aquí, el recurso debe ser rechazado.  
7º Cabe hacer presente, además, que por Resolución Nº 432 de 22 de marzo de este año, el Ministerio de Salud 
aprobó un nuevo protocolo, que dejó sin efecto el Nº 61 de enero de 2018 -reclamado- nuevo instrumento que 
no contempla las disposiciones que se reprochan en el recurso del aparatado IV N° 2, por lo que este arbitrio 
perdió toda oportunidad.  
Tanto es así que, tal como profusamente lo han informado los medios de comunicación, a raíz de la publicación 
de este nuevo protocolo por parte del Servicio de Salud, la Pontificia Universidad Católica de Chile, que incluso 
tiene suscrito convenio del DFL Nº 36 de 1980, se desistió de un recurso de protección similar al presente que 
se tramitaba ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Por estas consideraciones, citas legales y lo dispuesto 
en el artículo 20 de la Constitución Política de la República y Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre 
Tramitación del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales,  
 
Se rechaza el recurso de Corporación de Beneficencia Osorno enderezado en contra del Servicio de Salud, sin 
costas por haber tenido motivo plausible para interponerlo.  
Regístrese y comuníquese.  
 
Redactó el Ministro Interino Sr. Fernando León Ramírez.  
N°Protección-256-2018. 
 
Juan Ignacio Correa Rosado 
Ministro 
 
Fernando León Ramírez 
Ministro 
 
Maria Heliana de los Angeles del Río Tapia 
CƛǎŎŀƭέ 
 
 

Poder Judicial de Chile 
 (6 de abril de 2018) 

Volver al índice 
  



 
 

34 
 

 

C. Sentencia del Tribunal Oral en lo penal de Temuco que condenó a dos de los cuatro comuneros mapuche 
imputados ǇƻǊ ǉǳŜƳŀ ŘŜ ǘŜƳǇƭƻ ŜǾŀƴƎŞƭƛŎƻ άLƎƭŜǎƛŀ ŘŜƭ {ŜƷƻǊέ Ŝƴ tŀŘǊŜ [ŀǎ /ŀǎŀǎ (extracto)7 
 
ά// ALFREDO HERLADO TRALCAL COCHE ARIEL ALEXIS TRANGOL GALINDO BENITO RUBÉN TRANGOL GALINDO 
PABLO IVÁN TRANGOL GALINDO INCENDIO CON PELIGRO PARA LAS PERSONAS TENENCIA ILEGAL DE ARMA 
DE FUEGO, MUNICIONES Y OTROS  
R.U.C.: 1600553093-1  
R.I.T. : 004/2018 INCENDIO  
____________________________________________________/  
TEMUCO, VEINTISIETE DE ABRIL DE DOS MIL DIECIOCHO.  
 
VISTOS OIDOS LOS INTERVINIENTES Y TENIENDO PRESENTE:  
PRIMERO: Que entre los días cuatro de marzo y catorce del mes de abril del presente año, se llevó a efecto el 
juicio oral en contra de ARIEL ALEXIS TRANGOL GALINDO, chileno, 31 años de edad, soltero, RUN 16.631.240-
K, Temporero, domiciliado en Sector Tres Cerros s/n, Fundo Santa Margarita, Comuna de Vilcún, representado 
por el abogado defensor penal público don JUAN PABLO ALDAY BLANC; don BENITO RUBÉN TRANGOL GALINDO, 
chileno, 35 años de edad, soltero, RUN 15.503.303- 7, agricultor, domiciliado en Sector Camino Niagara Estero 
Riffo s/n, Comuna de Padre Las Casas, representado por los abogados defensores penales privados don PABLO 
ORTEGA MANOSALVA y don CRISTOPHER CORVALAN RIVERA; don PABLO IVÁN TRANGOL GALINDO, chileno, 24 
años de edad, soltero, RUN 18.438.743-3, agricultor domiciliado en Sector Camino Niagara Estero Riffo s/n, 
Comuna de Padre Las Casas, representado por la abogado defensora penal público doña PATRICIA CUEVAS 
SUAREZ; y don ALFREDO HERALDO TRALCAL COCHE, chileno 49 años de edad, casado RUN 10.748.491-4, 
Agricultor, domiciliado en Sector Tres Cerros s/n, Fundo Santa Margarita, Comuna de Vilcún, representado los 
abogados defensores penales privados doña PAMELA NAHUELCHEO QUEUPUCURA y don SEBASTIAN SAAVEDRA 
CEA.  
 
SEGUNDO: Que fueron sus acusadores en representación del MINISTERIO PÚBLICO, los fiscales adjuntos don 
LUIS TORRES GUTIÉRREZ, don CESAR SCHIBAR DIAZ, don CARLOS CORNEJO MARTINEZ y por la INTENDENCIA DE 
LA REGIÓN DE LA ARAUCANÍA, el abogado - 2 - don HERNAN VALDEBENITO CASTILLO y LUIS MARTÍNEZ don 
HERNAN VALDEBENITO CASTILLO y LUIS MARTÍNEZ PEZO. Todos los letrados tanto acusadores como de la 
defensa, con domicilio y forma de notificación asentada en autos. 
 
TERCERO: Que la acusación fiscal del MINISTERIO PUBLICO, y objeto del juicio, corresponde a la siguiente: άvǳŜ 
el día 9 de junio de 2016, a las 21:15 horas aproximadamente, los imputados ARIEL ALEXIS TRANGOL GALINDO, 
ALFREDO HERALDO TRALCAL COCHE, BENITO RUBÉN TRANGOL GALINDO y PABLO IVÁN TRANGOL GALINDO 
previamente concertados, junto a un grupo indeterminado de sujetos, se dirigieron hasta la Iglesia Evangélica 
del Señor ubicada en el kilómetro 3,5 de la ruta S269, en el camino a Niagara, de la comuna de Padre Las Casas, 

                                                           
 

 

7 La sentencia completa en: http://derechoyreligion.uc.cl/es/docman/documentacion/chile/jurisprudencia/1278-sentencia-del-tribunal-oral-en-
lo-penal-de-temuco-que-condeno-a-dos-de-los-cuatro-comuneros-mapuche-imputados-por-quema-de-templo-evangelico-iglesia-del-senor-en-
padre-las-casas/file 
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lugar en que se realizaba un culto evangélico, en el que participaban las víctimas de iniciales A.D.C.E.U., C.B.C.H., 
M.I.C.P., A.M.C.H., R.A.C.H., G.S.Q.E. y B.A.N.E., junto a sus cinco hijos menores de edad.  
Mientras la iglesia se encontraba con su puerta cerrada, con sus luces encendidas y las victimas escuchaban el 
mensaje religioso, los imputados BENITO RUBÉN TRANGOL GALINDO y PABLO IVÁN TRANGOL, junto a otros 
sujetos, ingresaron al Templo fracturando el vidrio de una mampara y de inmediato lanzaron un objeto 
incendiario a una oficina de la recepción, se desplazaron por los pasillos de la iglesia con sus rostros cubiertos, 
vistiendo ropas oscuras, provistos de armas de fuego y portando bidones con combustible. Mientras intimidaban 
a las víctimas con las armas, efectuaban disparos, rociaban el líquido de los bidones en el piso, muebles y el 
pulpito del templo, prendiéndoles fuego, accionar apoyado por el imputado ARIEL ALEXIS TRANGOL GALINDO y 
otros sujetos que les prestaban cobertura y vigilancia para asegurar la consumación del atentado incendiario. 
En los instantes en que obligaban a los asistentes al culto a salir del templo apuntándolas con las armas, uno de 
los acusados agredió a la víctima de iniciales C.B.C.H. golpeándolo con un arma de fuego, además dispararon 
cerca de la cabeza de uno de los niños que estaba escondido debajo de una banca. Al salir, la víctima de iniciales 
!Φ5Φ/Φ9Φ¦Φ ƭŜ ŘƛƧƻ ŀ ǳƴƻ ŘŜ ƭƻǎ ŀǘŀŎŀƴǘŜǎ ά!ǎƝ ŎƻƳƻ ǉǳŜƳŀǎ ƭŀǎ ƛƎƭŜǎƛŀ Ǿŀǎ ŀ ŀǊŘŜǊ Ŝƴ Ŝƭ ƛƴŦƛŜǊƴƻέ ȅ ǊŜŎƛōƛƽ ŎƻƳƻ 
ǊŜǎǇǳŜǎǘŀ ά¸ƻ ƴƻ ŎǊŜƻ Ŝƴ ǘǳ 5ƛƻǎ Ŏŀƴǳǘŀ ŘŜ ƳƛŜǊŘŀέΦ A consecuencia de la agresión la víctima de iniciales C.B.C.H. 
resultó lesionado con dolor a la palpación brazo izquierdo, tercio distal posterior y aumento de volumen en 
relación a tobillo izquierdo, cuadro lesional calificado como clínicamente leve. 
Producto de la acción del fuego la Iglesia Evangélica del Señor, de 21 metros de largo por 10 metros de ancho y 
5 metros de alto, resultó totalmente destruida. Una vez iniciado el fuego, los imputados ya singularizados 
salieron hacia el frontis del inmueble, reiteraron sus acciones de amenazas a las víctimas disparando al aire, 
ŘŜƧŀƴŘƻ ŜȄǘŜƴŘƛŘƻ Ŝƴ Ŝƭ ǎǳŜƭƻ Řƻǎ ǇŀƴŦƭŜǘƻǎ ǉǳŜ ŘŜŎƝŀƴ ά[ƛōŜǊǘŀŘ aŀŎƘƛ CŎŀΦ [Lb/hb!h- desde la inquisición 
hasta Mendoza-Kollio el cristianismo es fuente de odio y racismo WEICHAN-Auka M!t¦έ ȅ άŎǊƛǎǘƛŀƴƛǎƳƻΥ 
Cómplice del represión al pueblo mapuche-libertad Machi Fca. Linconao-²9L·!b !¦Y! a!t¦έΣ ƭǳŜƎƻ ǎŜ ŦǳŜǊƻƴ 
caminando hacia el sector Niagara y procedieron a ocultarse en un potrero, para luego ser recogidos por la 
camioneta marca Chevrolet, modelo Luv, placa patente PU-3543 que era conducida por ALFREDO HERALDO 
TRALCAL COCHE, para huir del lugar, siendo interceptados y fiscalizados por Carabineros, quienes procedieron a 
la detención de los imputados ARIEL ALEXIS TRANGOL GALINDO, ALFREDO HERALDO TRALCAL COCHE, BENITO 
RUBÉN TRANGOL GALINDO y PABLO IVÁN TRANGOL GALINDO, y encontraron al interior de la mochila que 
portaba en su espalda el imputado PABLO IVÁN TRANGOL GALINDO un cartucho calibre .308, marca Winchester, 
sin contar con la autorización necesaria para la tenencia o porte de dicha munición por parte de la Autoridad 
Fiscalizadora competente, entre otras especies asociadas al delito. 
Los hechos antes descritos, fueron cometidos por los imputados con la finalidad de producir temor a aquellas 
personas o grupos de personas, que se reúnen en torno a un culto de iglesia, en zonas rurales de la Región de la 
AraucaníaΦέ 
ώΧϐ 
SÉPTIMO: PRUEBA PARA ACREDITAR LOS DELITOS.Y PARTICIPACION: Que en función de lo señalado y en 
relación a la prueba de cargo, los acusadores presentaron a estrados la siguiente prueba: 
ώΧϐ 
25) HERNAN FERNANDE LOBOS: indica ser miembro der ODAR (OFICINA NACIONAL DE ASUNTOS RELIGIOSOS) 
refiere que su labor como funcionario de gobierno, está orientada a mantener vínculos permanentes con toda 
la comunidad religiosa; que así, se enteró del atentado a la Iglesia del Señor, la cual se ayudó a restaurar con 
aportes de los feligreses y de Corea del Sur mediante canalización por carta de la Intendencia. Explica que en 
ese tiempo existieron una serie de atentados en sectores rurales. Aclara puntualmente, que a Intendencia 
Regional efectivamente se remitieron varios comunicados de los Pastores Evangélicos, pero precisa que estas 
en su contenido, estaban orientadas aspectos relativos a los excesos de la libertad sexual, condenando la 
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homosexualidad y el lesbianismo y otros temas de esa naturaleza, ello unido a críticas sobre el aborto 
terapéutico y marihuana. Explica que dichas entidades religiosas, expresaban también sus molestias en relación 
a las ideas de identidad de género, o a los derechos de las mujeres. 
ώΧϐ 
DÉCIMO QUINTO: Que, una vez concluido el juicio, los acusadores en el orden anotado, y en cumplimiento del 
imperativo probatorio y exigencia constitucional atendido el principio de inocencia que privilegia a todo 
imputado, hicieron uso de prueba de testimonial, documental, material y pericial, que en su consistencia tanto 
objetiva como subjetiva, determinó a juicio de los sentenciadores, conforme la inmediación probatoria,, y la 
subsecuente valoración con libertad en los términos del artículo 297 del Código Procesal Penal, dar por asentado 
y más allá de toda duda razonable la siguiente relación fáctica: 
I). Que el día 09 de junio del 2016, cerca de las 21.15 horas, mientras se desarrollaba el culto religioso con 
participación de adultos y menores al interior del templo Iglesia Evangélica del Señor, ubicada en el kilómetro 
3,5 del camino a Niagara, comuna Padre las Casas, un grupo de sujetos con rostros cubiertos y armados, 
actuando de manera violenta ingresaron al interior del templo y procedieron mediante amenazas y disparos a 
obligar a las personas allí presentes a salir al exterior del mismo, todo ello, mientras prendían fuego a distintas 
partes de la construcción, para seguidamente retirarse caminando y dejar extendido en el suelo a la entrada del 
ǘŜƳǇƭƻ Řƻǎ ǇŀƴŦƭŜǘƻǎ Ŏƻƴ ƭŀ ƭŜȅŜƴŘŀ ά [ƛōŜǊǘŀŘ aŀŎƘƛ CŎŀΦ [Lb/hb!h- desde la inquisición hasta Mendoza-Kollio 
el cristianismo es fuente de odio y racismo WEICHAN-!ǳƪŀ a!t¦έ ȅ άcristianismo: Cómplice del represión al 
pueblo mapuche-libertad Machi Fca. Linconao-²9L·!b !¦Y! a!t¦έ8.  
II) Que en esa misma fecha, siendo ya las 23.30 horas, en circunstancias que Ariel, Pablo y Benito Trangol Galindo, 
se desplazaban en la camioneta patente PU-3543 conducida por Alfredo Heraldo Tralcal Coche fueron objeto de 
un control de identidad por Carabineros, encontrándose al interior de la mochila que portaba el acusado Pablo 
Trangol Galindo, entre otras especies, un cartucho calibre 3.08 marca Winchester, sin contar con la competente 
autorización legal. Que así las cosas a juicio de los sentenciadores, el primer hecho antes descritos es constitutivo 
del delito de incendio ilícito previsto y sancionado en el artículo 475 N° 1 del Código Penal, y en el cual conforme 
la misma prueba de cargo, y más allá de toda duda razonable, únicamente los acusados PABLO IVAN y BENITO 
RUBEN TRANGOL GALINDO, resultaron en definitiva reconocidos por testigos directos, como autores materiales 
del mismo, elementos de cargo provenientes de personas que mediante sus propios sentidos, de manera 
vivencial, con una percepción témpora espacial próxima y además sostenida en la controversia del juicio, 
mantuvieron siempre lo esencial de los mismos, constituyéndose en elementos informativos de primera calidad, 
respecto de dicha participación criminal, conclusiones que no resultaron mayormente controvertidas. Que en 
relación al segundo hecho incriminado y a dicho respecto, se acogerán los planteamientos sólidamente 
presentados por las defensas letradas, en cuanto la acción policial en el caso sub lite, atento la normativa legal 
vigente a la época, implicó en esa oportunidad, una abierta vulneración del artículo 85 del Código Procesal Penal, 
que exigía perentoriamente la concurrencia de varios indicios objetivos, comprobable y verificables para recién 
proceder a un control de identidad, lo que no ocurrió, situación que linda con la llamada detención por sospecha, 
fuertemente cuestionada al ser tributaria del arbitrio subjetivo del personal aprehensor y que dicha norma 
trataba de erradicar, trasgresión que determina en consecuencia, que el resultante probatorio que se pretendía 
de dicha acción ilegitima, debe ser desestimada. La doctrina señala que ello afecta aquellas pruebas 
directamente relacionadas y derivadas de un procedimiento alejado de la legalidad. 

                                                           
 

 

8 El destacado es nuestro.  
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Que así las cosas, los sentenciadores de esta causa, atento las proposiciones de cargo, en relación al delito de 
incendio señalado, dictan VEREDICTO DE CONDENA respecto de los acusados Benito Rubén Trangol Galindo y 
Pablo Iván Trangol Galindo, y ABSOLUTORIO respecto de los acusados Ariel Alexis Trangol Galindo y Alfredo 
Heraldo Tralcal Coche; y también ABSOLUTORIO en relación al delito de tenencia ilegal de municiones respecto 
de Pablo Trangol Galindo. 
[...] 
DÉCIMO SÉPTIMO: Que en cuanto a la CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO BASE cabe señalar, en función a la 
relación fáctica descrita precedentemente y por sus características se reúnen los elementos de la figura típica 
establecida en inciso 1° del artículo 475 del Código Penal, es decir, incendio que se ejecutare en edificios o lugar 
habitados o en que actualmente hubiere una o más personas, siempre que el culpable haya podido prever tal 
circunstancia. 
Que sobre ello no debe olvidarse que ese día y a esa hora conforme se desprende de la testimonial se celebraba 
un culto, en cuyo interior se encontraban adultos y menores, que habían luces en el templo y además vehículos 
en el exterior, y no obstante ello, un grupo de sujetos armados ingresan violetamente al su interior, con 
elementos generadores de fuego, contexto en el cual, tan solo recurriendo a un mínimo sentido de reflexión por 
el objetivo pretendido y el peligro que ello implicaba, no era posible ignorar el riesgo ante la presencia de 
personas como se ha dicho -adultos y menores- en ese lugar, era una realidad evidente y observable, merito 
más que suficiente para detener el desarrollo causal, previsibilidad que aplicada a los hechos, hay entenderla 
como un concepto dinámico, no inerte, y por lo tanto el peligro que genera la acción a las personas en esas 
circunstancias, bien jurídico que se tutela, no puede ignorarse de modo alguno. 
Dicha figura requiere para su configuración que se prenda a fuego a un lugar que no debía quemarse y donde 
habían personas, que para el presente caso, ello fue materializado en el templo Iglesia del Señor ubicado en el 
kilómetro 3,5 del camino a Niagara de Padre las Casas, hecho ocurrido como lo dijeron testigos presenciales y 
victimas del suceso, y que como también conforme al principio de la inmediación, se pudo observar en sus 
consecuencias por los sentenciadores en las innumerables fotos exhibidas en audiencia, ello unido y confirmado 
con las pericias puntuales realizadas a dicho efecto. Que de ese modo no existe duda que dicho bien inmueble 
ardió por una acción sostenida y ejecutada por terceras personas que utilizaron un cuerpo portador de llama 
vinculado a sustancias asociadas a hidrocarburo, llevando a concluir la efectividad de tal fenómeno de manera 
indubitada, que además, no fue mayormente cuestionado, más que en lo relativo al tipo penal base, que se 
estimaba por la defensa sería distinto y por ende de menor punición. 
Que en lo relativo a la calificación de TERRORISTA que se pretende otorgar a la figura basal en comento, 
demanda inexcusablemente que ǎŜ ŀŎǊŜŘƛǘŜ ŀŘƛŎƛƻƴŀƭƳŜƴǘŜ Ŝƭ ŜƭŜƳŜƴǘƻ ǎǳōƧŜǘƛǾƻ ŜǎǇŜŎƛŀƭ ŘŜƭ ǘƛǇƻ ƻ άŘƻƭƻ 
ǘŜǊǊƻǊƛǎǘŀέ. Marco [sic] teórico que fundamenta las bases para tal calificación. El actual artículo 1º de la ley del 
ramo, requiere para configurar el ilícito terrorista que la intención del agente haya estado orientada y respecto 
de determinados delitos, a producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de 
ilícitos de la misma especie, requerimiento y posición eminentemente subjetivista para su acreditación 
implicando el deber del órgano interesado de demostrarlo en juicio y más allá de toda duda razonable, que el 
agente tuvo esa precisa finalidad y no otra, situación que en el presente caso no existe, no hay prueba alguna 
de dicho elemento esencial del tipo, exigencia además que tal motivación y tal objetivo, tenga un correlato 
directo con el efecto pretendido en función de su alta gravedad en cuanto a desarrollar de manera determinada 
un terror, sobrepasando la natural conmoción propia de un acto delictivo común, que también genera alarma. 
Las circunstancias que dos o más sujetos pretendan incluso causar temor, tiene un carácter precario aun estando 
concertadas a esa finalidad ya que si bien estos - en la presente causa-, por razones obvias, con su accionar 
inequívocamente los acusados impactaron por lo sorpresivo, por el uso de arma, disparos y luego el fuego a 
quienes estaban en el templo, no parece en sí y de modo razonable, una pretensión fáctica que pueda ser 
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cubierta a partir de la prueba indiciaria mencionada, incluso en todo este contexto, los sujetos involucrados 
menguando de algún modo el peligro existente, obligaron a las personas a salir, incluso uno de estos, trajo un 
menor a su madre para que salieran del lugar. 
Cuesta por otra parte afincar sin más, tal motivación, atento la presencia de los panfletos encontrados en el sitio 
del suceso, por cuanto atemperadamente la lectura de su texto importa más un reclamo, que justificado o no, 
es respecto de la situación legal para nadie desconocida, de una persona que allí se menciona, no se trata mi 
medianamente de un elemento idóneo para que a partir de su presencia o simple hecho de aludir como su 
responsable a una organización cuestionada públicamente, que ello sea vinculante; absolutamente nada se 
probó desde el punto de vista ideológico o material para configurar el elemento subjetivo del tipo. 
Si lo anterior se pretenda asociar como un serio atentado al derecho del culto, no podemos dejar de recordar 
ςque lo probado- es que los supuestos afectados ςla comunidad religiosa- continuaron de modo regular y sin 
temor sus actividades en otro lugar, y donde por otra parte, en sus reales preocupaciones miedos y reclamos 
traídos a juicio por el representante de ODAR, (OFICINA NACIONAL DE ASUNTOS RELIGIOSOS ) son 
diametralmente diferentes a un supuesto conflicto o temores con las comunidades mapuches donde se inserta, 
en cuanto se refieren objetivamente a materias absolutamente distintas como el sexo y conducta de la actual 
sociedad que estiman reñidas con las buenas costumbres y la moralidad; presentación posterior a la quema de 
la iglesia y donde reclaman directamente a la autoridad contingente preocuparse por esos temas, 
requerimientos desvinculados totalmente del objetivo que se pretendía dar de modo asociativo con la finalidad 
exigida por la ley 18.314 ya que los actos para ser considerado como tal deben atacar el centro neurálgico del 
sistema social. Cabe consignar que el fundamento de la peticionaria MINISTERIO PUBLICO, de calificar los 
hechos basales en terrorista según sus propias expresiones άŦǳŜǊƻƴ ŎƻƳŜǘƛŘƻǎ ǇƻǊ ƭƻǎ ƛƳǇǳǘŀŘƻǎ Ŏƻƴ ƭŀ ŦƛƴŀƭƛŘŀŘ 
de producir temor a aquellas personas o grupos de personas, que se reúnen en torno a un culto de iglesia, en 
zƻƴŀǎ ǊǳǊŀƭŜǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ !ǊŀǳŎŀƴƝŀΦέ  
Lo ocurrido se inserta a lo Lo ocurrido se inserta a lo más en el contexto interno de las variadas finalidades 
delictivas que puede tener una persona, que en una designio propio y singular de un delito terrorista como 
construcción del pensamiento humano; para el caso, lo demostrado por la prueba sólo se trasunta en un dolo 
de quemar, pero transitar de ahí a la motivación terrorista, significaría efectuar conexiones ideológicas y 
materiales no conocidas ni apreciadas por el Tribunal; de contrario habría que pensar que quienes atacaron 
gobernados por un dolo especial, organizados y con medios categóricamente estragosos, son per-se 
disfuncionales al sistema democrático que pretenden desestabilizar a través del miedo, donde toda conducta 
criminal obviamente genera un impacto social que puede ser mayor o menor y sobre ello ya se ha dicho, a modo 
de ejemplo que es posible colegir variados ejemplos de delitos que causan conmoción permanente, -como la 
acción reiterada de un incendiario en una poblacióno de quienes con una bomba amenazando al público roban 
un banco- pero de ahí a colegir que estamos ante un acto terrorista, excede con mucho la ley y por qué no 
decirlo, lo que la comunidad entiende de manera natural a dicho respecto, surge la necesidad de un elemento 
diferenciador que no lleva nuestra actual legislación anti terrorista, para que los acusados sean considerados 
autores de tales delitos. 
Es evidente ςy entendible por cierto -que, existe un divorcio entre lo que el ciudadano corriente percibe como 
terrorismo, y aquello que jurídicamente lo es en su esencia; así, la figura criminal que hemos asentado con la 
gravedad del mismo, es un delito común, en el sentido técnico de la expresión. 
Por último, en cuanto a la existencia de un plan premeditado para afectar a un grupo determinado de personas, 
diremos que conforme se ha venido señalando ninguna prueba de ello existe, así no hay antecedentes serios, 
claros y categóricos en los hechos que los sucesos se hayan realizado mediante una coordinación detallada y 
previa a la acción delictiva- -más allá de un acuerdo para cometerlo- dispersándose la idea de una agrupación, 
con claras definiciones en cuanto a la forma de actuar en pos del objetivo de causar temor. 
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ώΧΦϐ 
VIGÉSIMO SEGUNDO: Que visto los antecedentes, se rechaza desde luego la agravante invocada que 
sorpresivamente recién se alega, y además por cuanto ello implicaría volver a considerar singulares aspectos de 
hecho dos veces en función destinada a agravar la pena, lo que constituye básicamente una punición múltiple e 
involucra además, una interpretación extensiva en perjuicio de los acusados.  
En lo atingente a la atenuantes, y conforme los elementos aportados, estas se acogerán únicamente en términos 
simples aplicándose en consecuencia el mínimo legal la pena, no existiendo por otra parte, elementos para 
considerar y acoger su calificación. Cabe señalar al respecto, que los informes acompañados, describiendo sus 
actividades y conductas, no entregan mayores luces de un desenvolvimiento más que normal y esperable en su 
medio social más inmediato. Que en lo atingente a la extensión del mal causado, la alta pena a imponerse es 
más que suficiente para su comprensión evitando además, repetir elementos propios de la naturaleza de este 
tipo penal de estragos.  
Que así las cosas se aplicara la pena de presidio mayor en su grado medio, la que deberán cumplir los encartados 
de manera efectiva al no ser beneficiarios de la ley 18.216 por la entidad de la sanción, y a la cual se deberán 
abonar todo el tiempo que ininterrumpidamente llevan privados de libertad en la presente causa, en las 
modalidades limitativas que le fuere impuestas.  
Y visto lo dispuesto en los artículos 1, 14 N° 1, 15 N° 1, 18, 21, 28, 50, 68, 69, y 475 N° 1 del Código Penal; 1, 4, 
5, 44 y siguientes, 295, 296, 297, 340, 343, y 348 del Código Procesal Penal, se declara: 
I) Que se absuelve a PABLO IVAN TRANGOL GALINDO, ya individualizado, de los cargos que se le imputaban 
como autor del delito de tenencia ilegal de munición, señalado en el auto de apertura como perpetrado el día 
9 de junio del 2016 al momento de su detención en el camino Tres Cerros de Padre las Casas. 
II) Que se absuelve a ARIEL ALEXIS TRANGOL GALINDO, y a ALFREDO HERALDO TRALCAL COCHE ya 
individualizado de los cargos que le imputada autoría criminal respecto del hecho perpetrado el día 09 de 
junio de 2016, en perjuicio de la Iglesia Evangélica del Señor, ubicada en el kilómetro 3,5 camino a Niagara 
comuna de Padre las Casas, territorio jurisdiccional de este Tribunal. 
III) Que se condena a PABLO IVAN TRANGOL GALINDO, ya individualizado, de los cargos que se le imputaban 
como autor del delito de incendio, a la pena de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio a las 
accesorias legales de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la 
de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, hecho perpetrado el día 09 de 
junio de 2016, en perjuicio de la Iglesia Evangélica del Señor ubicada en el kilómetro 3,5 camino a Niagara 
comuna de Padre las Casas, territorio jurisdiccional de este Tribunal. 
IV) Que se condena a BENITO RUBEN TRANGOL GALINDO, ya individualizado, de los cargos que se le 
imputaban como autor del delito de incendio, a la pena de diez años y un día de presidio mayor en su grado 
medio a las accesorias legales de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos 
políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, hecho perpetrado 
el día 09 de junio de 2016, en perjuicio de la Iglesia Evangélica del Señor ubicada en el kilómetro 3,5 camino a 
Niagara comuna de Padre las Casas, territorio jurisdiccional de este Tribunal. V) Que las penas las cumplirán 
de manera efectiva, abonándose todo el tiempo que han estado privado de libertad, tanto como detenidos, 
en prisión preventiva u otra modalidad de menor intensidad también limitativa de su libertad. 
VI) Que no se condena en costas a los encartados ya condenados atento que conforme los antecedentes socio 
económico que presentan y el tiempo que han estado privados de libertad por largo tiempo se les ha de 
presumir pobre, para todos los efectos legales. VII). Que se condena en costas y por iguales partes al Ministerio 
Publico y a la parte querellante de Intendencia de la Región de la Araucanía, respecto de quienes, por las 
acusaciones formuladas en su contra, fueron absuelto en esta causa. 
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Ejecutoriada que sea la presente sentencia, devuelva la prueba acompañado, y remítase copia autorizada de 
la misma al Juzgado de Garantía respectivo para los fines legales de rigor. 
Remítase formato digital de la presente sentencia por la Unidad de Administración de Causas a los correos 
electrónicos que los intervinientes hayan registrado en el Tribunal. 
Determínese la huella genética de los condenados e incorpórese en el registro correpondiente. 
No firma la presente sentencia la magistrado Patricia Abollado Vivanco, no obstante haber concurrido al 
acuerdo, por encontrarse haciendo uso de permiso. 
 
REDACCIÓN; JUEZ LUIS SARMIENTO. L.  
R.U.C.: 16 00 55 30 93 ς 1  
R.I.T.: 004/2018  
Códigos: 854 y 10001  
 
RESOLVIERON LOS JUECES TITULARES DEL TRIBUNAL ORAL EN LO PENAL DE TEMUCO, DON LUIS TORRES 
SANHUEZA, PRESIDENTE DE SALA, DOÑA PATRICIA ABOLLADO VIVANCO Y DON LUIS EMILIO SARMIENTO 
LUARTE.έ 

 
 

Poder Judicial de Chile  
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D. Amparo interpuesto por el Instituto de Derechos Humanos Recurso en favor del machi mapuche Celestino 
Córdova solicitando se autorice su participación en ceremonia religiosa de su comunidad, y resolución de la 
Corte de Apelaciones de Temuco 
 

¶ Documento 1: Recurso de amparo presentado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos ante el 
Juzgado de Garantía de Temuco en favor del imputado Celestino Córdova, para permitirle participar 
ŘŜ ŎŜǊŜƳƻƴƛŀ ǊŜƭƛƎƛƻǎŀ Ŝƴ ǎǳ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘ ŀǘŜƴŘƛŜƴŘƻΣ ŜƴǘǊŜ ƻǘǊƻǎΣ ŀ ǎǳ ŎƻƴŘƛŎƛƽƴ ŘŜ άaŀŎƘƛέ9 

 
άEN LO PRINCIPAL: AMPARO ANTE EL JUEZ DE GARANTÍA; PRIMER OTROSÍ: PETICIÓN QUE INDICA; SEGUNDO 
OTROSÍ: FORMA DE NOTIFICACIÓN; TERCER OTROSÍ: SE TENGA PRESENTE.  
 

JUZGADO DE GARANTÍA DE TEMUCO 
 
MARCOS RABANAL TORO, Abogado del INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS, cédula nacional de 
identidad N° 12.534.498-4, domiciliado en calle Antonio Varas N° 989, Oficina N° 501, comuna y ciudad de 
Temuco, para efectos de registro en causa RIT N° 114-2013, a US., con respeto digo:  
Que en virtud de la legitimación que confiere el inciso 2° del artículo 95 del Código Procesal Penal (cualquier 
persona en su nombre podrán siempre ocurrir ante el juez que conociere del caso) y, en mi calidad de Abogado 
del Instituto Nacional de Derechos Humanos, cuyo mandato legal se contempla en el artículo 2 de la Ley 20.405, 
por este acto vengo en interponer AMPARO ANTE EL JUEZ DE GARANTÍA de conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 95 del Código Procesal Penal, a favor del Sr. Celestino Córdova Tránsito, CNI: 15.827.827-8, en proceso 
ŘŜ ǇǊŜǇŀǊŀŎƛƽƴ ŎƻƳƻ άaŀŎƘƛέΣ ŎƻƴŘŜƴŀŘƻΣ ŎǳƳǇƭƛŜƴŘƻ ǎǳ ǇŜƴŀ Ŝƴ Ŝƭ /ŜƴǘǊƻ ŘŜ /ǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻ ŘŜ 
Temuco, por los antecedentes que paso a exponer:  
 
LOS HECHOS  
I.- Antecedentes  
La Sede Araucanía del INDH, en el contexto de la observación de las condiciones carcelarias del sr. Celestino 
Córdoba Tránsito, interno en el CCP de Temuco, ha tomado conocimiento que Gendarmería de Chile no ha 
ejecutado las acciones necesarias conducentes a la custodia y pleno respeto del conjunto de derechos de una 
persona privada de libertad, hechos que han vulnerado las condiciones en que actualmente el amparado ya 
individualizado se encuentra privado de libertad.  
 
II.- La omisión reprochada  
Ello ocurre porque respecto del amparado está pendiente la participación junto a su comunidad de origen en 
actividades propias de su cultura vinculadas a valores religiosos y espirituales como la realización de una 
ceremonia espiritual, todo ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo 5 letra a) en relación con el 
artículo 10 del Convenio 169 de la OIT.  
Hasta el momento, Gendarmería de Chile se ha negado a que el sr. Celestino Córdova Tránsito pueda participar 
en una ceremonia espiritual a realizarse en su domicilio ubicado en el lugar Tres Cerros, Comunidad Juan 

                                                           
 

 

9 El recurso fue recibido por el Juez Luis Alberto Olivares Apablaza, del Juzgado de Garantía de Temuco, el 1 de abril de 2018. La resolución indicó 
elevar los antecedentes a la Corte de Apelaciones de Temuco. Las notas del original han sido omitidas.  
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Córdova, comuna de Padre Las Casas, los días 28, 29 y 30 de marzo de 2018, desde las 5:00 de la mañana hasta 
las 20:00 horas cada día. De esta forma, siendo que el amparado se encuentra cumpliendo condena a raíz de 
una sanción penal impuesta por el Estado, no se está considerando sus especiales condiciones sociales y 
culturales.  
Lo anterior contrasta con casos en que Gendarmería de Chile ha demostrado en los hechos que cuenta con las 
capacidades humanas y recursos necesarios para ejecutar despliegues de seguridad pertinentes a fin de cumplir 
con el deber de cuidado y custodia de internos que requieren efectuar actividades ceremoniales y/o 
espirituales en contexto de ruralidad10. Por ejemplo, ha realizado operativos respecto de otros/as personas 
privadas de libertad mapuche que han requerido trasladarse a sus hogares o comunidades a practicar su cultura 
y espiritualidad, los que han resultado exitosos y merecen ser relevados como buenas prácticas en pos del 
ejercicio de derechos de personas pertenecientes a pueblos originarios que se encuentran bajo su custodia. A 
modo de ejemplo se pueden señalar los siguientes casos:  
 
1) El día 23 de noviembre de 2017, el Sr. Guido Carihuentro, interno en el CCP de Temuco, fue trasladado a su 
hogar ubicado en la comunidad Huilio de la comuna de Freire, a una hora de viaje desde la ciudad de Temuco, 
ello, para realizar una ceremonia espiritual en relación con su rol de Zugun Machife. La Sede Araucanía observó 
el procedimiento en cuestión, produciéndose el arribo del Sr. Carihuentro junto a funcionarios de Gendarmería 
a su domicilio alrededor de las 07:00 AM. la custodia se realizó en términos muy respetuosos tanto en la persona 
del Sr. Carihuentro como en las labores de custodia; se mantuvo un funcionario de Gendarmería a unos metros 
de distancia en todo momento, y, los demás funcionarios, se mantuvieron en el perímetro del Rewe a una 
distancia prudente, en el exterior de un cierre perimetral para no interferir con el desarrollo de la ceremonia, 
que se desarrolló con toda normalidad, resultando en definitiva una demostración de las capacidades humanas 
de Gendarmería de Chile.  
 
2) El día 1 de diciembre de 2017, el Lonko Alfredo Tralcal, en prisión preventiva, asistió a la ceremonia religiosa 
de Nguillatun de su comunidad a cumplir su rol de autoridad mapuche, a partir de las 07:00 AM, la cual se llevó 
a cabo con la custodia de Gendarmería, en la comunidad LLeupeco, comuna de Padre Las Casas.  
 
3) La Machi Francisca Linconao Huircapán, mientras se encontraba en prisión preventiva en el CPF de Temuco, 
asistió a su Rewe en su domicilio ubicado en el sector Rahue de la comuna de Padre Las Casas para celebrar la 
ceremonia religiosa del Wetripantu, el 24 de junio de 2016, custodiada por personal de Gendarmería de Chile3.  
El amparado, producto de la omisión reprochada a Gendarmería de Chile, podría estar sufriendo una 
vulneración de su derecho a la libertad de culto y una afectación del principio de igualdad y no discriminación. 
Es imperativo que sus condiciones actuales de la privación de libertad sean acordes a los estándares 
internacionales de derechos humanos y, en ese sentido, corresponde que dicha privación de libertad tenga en 
cuenta sus características económicas, sociales y culturales, lo que actualmente puede cumplirse permitiendo 
su participación en la ceremonia que se menciona más abajo4. Para tal efecto, mediante este amparo se solicita 
el traslado del amparado ya individualizado desde el CCP de Temuco hasta su domicilio ubicado en el lugar Tres 
Cerros, Comunidad Juan Córdova, comuna de Padre Las Casas, los días 28, 29 y 30 de marzo de 2018, desde las 

                                                           
 

 

10 El destacado y siguientes, son nuestros. 
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5:00 de la mañana hasta las 20:00 horas cada día, pudiendo Celestino Córdova Tránsito pernoctar en la cárcel 
de Temuco si Gendarmería lo considera necesario. 

 
 
 
EL DERECHO  
I.- Legitimación  
9ƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ фр ǎŜƷŀƭŀΥ άToda persona privada de libertad tendrá derecho a ser conducida sin demora ante un juez 
de garantía, con el objeto de que examine la legalidad de su privación de libertad y, en todo caso, para que 
examine las condiciones en que se encontrare, constituyéndose, si fuere necesario, en el lugar en que ella 
estuviere. El juez podrá ordenaǊ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ ŘŜƭ ŀŦŜŎǘŀŘƻ ƻ ŀŘƻǇǘŀǊ ƭŀǎ ƳŜŘƛŘŀǎ ǉǳŜ ŦǳŜǊŜƴ ǇǊƻŎŜŘŜƴǘŜǎέΦ  
Los objetivos de la acción de amparo ante el Juez de Garantía, es que este, examine la legalidad de la privación 
de libertad, y/o verificar las condiciones del detenido, al modo del tradicional habeas corpus, habilitando esta 
norma no sólo a poner fin a la privación de libertad, sino a tomar cualquier medida necesaria para resguardar 
los derechos y garantías del amparado.  
Por su parte, el artículo 14 del Códigƻ hǊƎłƴƛŎƻ ŘŜ ¢ǊƛōǳƴŀƭŜǎ ƛƴŘƛŎŀ άLos juzgados de garantía estarán 
conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que actúan y resuelven 
unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento. Corresponderá a los jueces de garantía: letra f) 
Hacer ejecutar las condenas criminales y las medidas de seguridad, y resolver las solicitudes y reclamos relativos 
ŀ ŘƛŎƘŀ ŜƧŜŎǳŎƛƽƴΣ ŘŜ ŎƻƴŦƻǊƳƛŘŀŘ ŀ ƭŀ ƭŜȅ ǇǊƻŎŜǎŀƭ ǇŜƴŀƭέΦ 
 

II.- Estándares internacionales de derechos humanos aplicables 
El Artículo 10. del Convenio 169 de la OIT:  
άCuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos pueblos 
ŘŜōŜǊłƴ ǘŜƴŜǊ Ŝƴ ŎǳŜƴǘŀ ǎǳǎ ŎŀǊŀŎǘŜǊƝǎǘƛŎŀǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀǎΣ ǎƻŎƛŀƭŜǎ ȅ ŎǳƭǘǳǊŀƭŜǎέΦ  
ά5ŜōŜǊł ŘŀǊǎŜ ƭŀ ǇǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀ ŀ ǘƛǇƻǎ ŘŜ ǎŀƴŎƛƽƴ Řƛǎǘƛƴǘƻǎ ŘŜƭ ŜƴŎŀǊŎŜƭŀƳƛŜƴǘƻΦέ  
El art. 8 párrafo 2 del Convenio 169 de la OIT:  
άDichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas 
no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse 
procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principioέΦ 
 

El artículo 5 letra a) del mismo Convenio 169 señala: 
άAl aplicar las disposiciones del presente Convenio: a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas 
sociales, culturales, religiosas y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en 
consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como individualmenteΤΧέ.  
 
Conforme los antecedentes tenidos a la vista, la omisión imputable a Gendarmería de Chile, considerando la 
situación de privación de libertad del amparado, es la falta de ejecución de las acciones concretas a fin de 
permitir que el sr. Celestino Córdova Tránsito pueda realizar la mencionada ceremonia religiosa cumpliendo de 
esta manera con las citadas disposiciones del Convenio 169 de la OIT.  
 
En particular, el artículo 5° del Convenio 169 mandata a los Estados a que en la aplicación del instrumento el 
Estado debe reconocer y proteger los valores y prácticas sociales, culturales, religiosas y espirituales propios 
de dichos pueblos, tomando debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto 
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colectiva como individualmente. Igualmente deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e 
instituciones de esos pueblos.  
 
La petición se encuentra igualmente contempladas en el art. 27 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles 
y Políticos que en lo sustancial sienta las obligaciones de los Estados partes en orden a que en aquellos países 
en los que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a 
dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma.  
 
A mayor abundamiento, estas obligaciones encuentran desarrollo normativo en los artículos 11, 12, 31 y 34 
respectivamente de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.  
 
Por otra parte, como se ha señalado, no permitir el ejercicio de la libertad de culto al amparado, siendo que, 
además, esto se ha permitido en otros casos análogos como los mencionados, implica al menos una 
perturbación del principio de igualdad y no discriminación. Dicho derecho está consagrado en diversos 
instrumentos internacionales y en el ámbito penitenciario e indígena especialmente en el art. 2. de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en el art. 3.1. Convenio N° 169 
de la OIT, en el art. 2.1 a) y art. 6 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, en el Principio II de los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas 
Privadas de Libertad en las Américas, y en la regla 6 de las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el 
tratamiento de los reclusos.  
 
Sobre la aplicación del principio de igualdad en este caso, es pertinente hacer referencia al Protocolo 
Iberoamericano de Actuación Judicial para mejorar el acceso a la justicia de personas con discapacidad, 
migrantes, niñas, niños, adolescentes, comunidades y pueblos indígenas. En dicho Protocolo se dispone que:  
άLa aplicación del principio no discriminatorio de la igualdad de acceso a los derechos no significa que haya que 
dar un trato idéntico a las personas, más bien, se ha subrayado la importancia de tomar medidas especiales para 
ǊŜŘǳŎƛǊ ƻ ŜƭƛƳƛƴŀǊ ƭŀǎ ŎƻƴŘƛŎƛƻƴŜǎ ǉǳŜ ƭƭŜǾŀƴ ŀ ƭŀ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴΦ [ŀ ǇǊŜǘŜƴǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ƛƎǳŀƭŘŀŘ ƴƻ Ŝǎ άŀǎƛƳƛƭŀǊέ ŀ 
las personas a una idea única de sujeto, más bien reconoce la validez de una diversidad de proyectos posibles. 
Cabe aclarar que este principio implica una protección especial de las autoridades frente a actuaciones de 
tercerosέ όнлмпΣ ǇΦмлнύΦ  
 
A todo lo anterior, cabe agregar que el Sub Comité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos Crueles, 
Inhumanos y Degradantes de las Naciones Unidas, realizó una observación entre el 4 y el 13 de abril de 2016 a 
Chile (disponible en http://www.minjusticia.gob.cl/media/2016/12/InformeFinal_SPT.pdf.). En su informe, el 
Sub Comité recordó que el Estado de Chile debe adoptar las medidas necesarias para que las personas privadas 
de libertad Mapuche tengan acceso a sus tradiciones y costumbres culturales de acuerdo a los estándares 
internacionales vigentes en esta materia.  
 
En consecuencia, de permanecer el estado de cosas actual en que no se ejecutan los actos necesarios a fin de 
participar en la citada ceremonia religiosa, se le impone al amparado el cumplimiento de la sanción penal que 
le fue impuesta sin consideración a su cultura, sin cumplir con los estándares internacionales de derechos 
humanos en la materia y se le expone a la ocurrencia de daño espiritual o inmaterial.  
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Así las cosas, resulta necesario que el Juez de Garantía ordene a Gendarmería de Chile que ejecute las acciones 
necesarias a fin de que el amparado participe en la ceremonia religiosa cultural que se ha venido refiriendo. Lo 
anterior, sin perjuicio de las medidas que Gendarmería deba tomar a fin de garantizar condiciones de seguridad 
que se estimen razonables y necesarias. 
 
 
 
POR TANTO,  
RUEGO A US.: que previa audiencia para oír a los intervinientes, se sirva acoger el presente Amparo de Garantía 
a favor del sr. Celestino Córdova Tránsito ordenando a Gendarmería de Chile que ejecute las acciones necesarias 
a fin de que el amparado participe en la ceremonia religiosa cultural que se ha venido refiriendo, lo anterior, sin 
perjuicio de las observaciones que Gendarmería pueda hacer presente a fin de llevar a cabo su labor en 
condiciones de seguridad que se estimen razonables y necesarias; y trasladarlo hasta su Rewe ubicado en la 
Comunidad Chicahual Córdova, Sector Lleupeco, comuna Padre Las Casas, los días 28, 29, 30 y 31 en el horario 
de 05 am hasta las 20 horas, o aquéllos que estime pertinente conforme lo expuesto, o del modo que US. estime 
pertinente.  
PRIMER OTROSÍ: SOLO PARA EL CASO EN QUE SS. estime necesario citar a una audiencia para discutir acerca de 
los hechos planteados, Solicito a US. NO DISPONER EL TRASLADO DEL AMPARADO AL TRIBUNAL toda vez que el 
amparado no se encuentra en condiciones óptimas de salud, proponiendo que en dicho evento SS. se constituya 
en el lugar a efectos de verificar las condiciones de la detención del Sr. Celestino Córdova Tránsito, de 
conformidad a la preceptuado en el artículo 95 del Código Procesal Penal.  
 
SEGUNDO OTROSÍ: RUEGO A US. que todas las resoluciones referidas a esta petición y las posteriores recaídas 
en la misma; me sean notificadas al siguiente correo electrónico mrabanal@indh.cl; gpainemilla@indh.cl; 
privera@indh.cl y a faguirre@indh.cl  
 
TERCER OTROSÍ: RUEGO A US. tener presente que en mi calidad de abogado habilitado para el ejercicio de la 
profesión, gestionaré personalmente en esta causa. 
 
Marcos G. Rabanal Toro 
!ōƻƎŀŘƻέ 
 
 

Juzgado de Garantía de Temuco 
(1 de abril de 2018) 

 
Volver al índice   
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¶ Documento 2: Sentencia de la Corte de Apelaciones de Temuco que rechaza recurso de amparo 
presentado por INDH en favor del imputado Celestino Córdova 

 
ά/Φ!Φ ŘŜ ¢ŜƳǳŎƻ  
Temuco, diez de abril de dos mil dieciocho.  
 
A los escritos de fecha abril de dos mil dieciocho:  
Folio 14523-2018: Téngase presente y por acompañado mandato judicial.  
Folio 14537-2018: Téngase presente delegación de poder.  
 
VISTO:  
Atendido el mérito de los antecedentes, lo expuesto en los intervinientes en audiencia y conforme a los 
fundamentos invocados por el Instituto Nacional de Derechos Humanos en la acción interpuesta ante el Juez de 
Garantía, artículo 95 del Código Procesal Penal, la resolución apelada aparece ajustada a derecho, por lo que 
esta Corte compartiendo las consideraciones del Juez A Quo, CONFIRMA la resolución de fecha veintisiete de 
marzo de dos mil dieciocho, que consta en carpeta digital.  
Lo anterior, sin perjuicio de otras acciones legales que pudieran resultar procedentes a los fines indicados por el 
recurrente en su recurso de apelación. 
Devuélvase vía interconexión. 
Rol N ° Penal-288-2018 (pvb). 
 
Julio César Grandón Castro 
Ministro 
 
Marcelo Eduardo Neculman Muñoz 
Abogado 
 
Adriana Cecilia del Carmen Aravena Lopez 
Ministro 
 
Edith Sonia de las Mercedes Pastor Abarca 
aƛƴƛǎǘǊƻ ŘŜ CŜέ 

 
Poder Judicial de Chile 

http://corte.poderjudicial.cl/SITCORTEPORWEB/DownloadFile.do?TIP_Documento=3&TIP_Archivo=3&COD_Opcion=1&COD_Corte=50&
CRR_IdTramite=21870747&CRR_IdDocumento=19473003  

(10 de abril de 2018) 
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E. Proyecto de Ley que interpreta el art. 119 del Código Sanitario, impidiendo que en casos de aborto, los 
establecimientos objetores de conciencia puedan celebrar convenios con el Ministerio de Salud en atenciones de 
ginecología y obstetricia11 

 
άInterpreta el Código Sanitario en materia de objeción de conciencia planteada por establecimientos de 

salud, ante el requerimiento de interrupción voluntaria del embarazoέ 
 

Boletín N°11653-11 
 
1. Fundamentos.- La ley Nº 21.030, sobre interrupción voluntaria del embarazo en tres causales, incorporó un 
nuevo artículo 119 ter al Código Sanitario, cuya redacción antes del control -vía requerimiento de un grupo de 
parlamentarios- por parte de Tribunal Constitucional establecía la objeción de conciencia en favor de los 
profesionales, sin embargo, la sentencia suprimió las expresiones que limitaban la objeción de conciencia 
personal y prohibían la institucional, configurando la norma vigente que  prescribe lo siguiente: 
 

"Art. 119 ter. El médico cirujano requerido para interrumpir el embarazo por alguna de las 
causales descritas en el inciso primero del artículo 119 podrá abstenerse de realizarlo cuando 
hubiese manifestado su objeción de conciencia al director del establecimiento de salud, en 
forma escrita y previa. De este mismo derecho gozará el resto del personal al que 
corresponda desarrollar sus funciones al interior del pabellón quirúrgico durante la 
intervención. En este caso, el establecimiento tendrá la obligación de reasignar de inmediato 
otro profesional no objetante a la paciente. Si el establecimiento de salud no cuenta con 
ningún facultativo que no haya realizado la manifestación de objeción de conciencia, deberá 
derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea realizado por quien no haya 
manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud dictará los protocolos necesarios para la 
ejecución de la objeción de conciencia. Dichos protocolos deberán asegurar la atención 
médica de las pacientes que requieran la interrupción de su embarazo en conformidad con 
los artículos anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal y podrá ser 
invocada por una institución. 

 
Sobre el particular, el voto de mayoría del Tribunal estableció la justificación de la objeción de conciencia en las 
personas jurídicas fundada en dos normas constitucionales, así, por primera vez en su jurisprudencia señala que 
άno se divisa razón jurídica alguna para restringir la objeción de conciencia solamente a las personas naturales 
que revistan la condición de profesionales. Cuando aquéllas que no lo son también podrían tener reparos, en 
ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀΣ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭƻǎ ǇǊƻŎŜŘƛƳƛŜƴǘƻǎ Ŝƴ ǉǳŜ ŘŜōŜƴ ƛƴǘŜǊǾŜƴƛǊέΤ ǇŀǊŀ ƭǳŜƎƻ ŜȄǘŜƴŘŜǊ ƭŀ ǘǳǘŜƭŀ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ŀ 
los entes, sobre la base de los preceptos contenidos en la base de la institucionalidad y el derecho fundamental 
de libertad de asociacion, cuya doble vertiene (derecho y libertad de asociación) había sido precisada en la 
sentencia rol Nº43 de 1987:              
 

                                                           
 

 

11 Las notas al pie del original han sido omitidas.  
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ά/9b¢9{Lah¢wLD9{Lah{9XTO. Que, no es menos evidente, asimismo, que la objeción de 
conciencia puede ser planteada legítimamente por sujetos jurídicos o asociaciones privadas, 
en este caso, con arreglo a la autonomía constitucional que a los grupos intermedios de la 
sociedad les reconoce la propia Carta Fundamental, artículo 1°, inciso tercero. La 
interposición de este legítimo reparo no se agota en el orden individual, puesto que también 
se extiende y propaga a las asociaciones destinadas a encarnar el mismo libre pensamiento, 
acorde con el derecho que asegura a todas las personas el artículo 19, N° 15°, de la 
Constitución.       
E idénticamente pueden hacerla valer las instituciones religiosas, personas jurídicas o 
entidades con idearios confesionales que se proyectan hacia el ámbito de la salud, al amparo 
del artículo 19, N° 6°, constitucional.  Como también les es dable oponer la objeción de que 
se trata a los establecimientos educacionales con una función e ideario en el sentido 
indicado, de conformidad con el artículo 19, N° ммϲΣ ŘŜ ƭŀ /ŀǊǘŀ CǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭέΤ 

 
Es en este contexto, que atendido el reconocimiento del instituto en la ley, se ha dado cumplimiento mediante 
la dictación de los protocolos para la ejecución de la normativa, de lo cual es expresión la resolución exenta 
Nº6м ŘŜƭ aƛƴǎŀƭΣ ǉǳŜ ŀǇǊǳŜōŀ Ŝƭ άtǊƻǘƻŎƻƭƻ ǇŀǊŀ ƭŀ ƳŀƴƛŦŜǎǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ƻōƧŜŎƛƽƴ ŘŜ ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀ ǇŜǊǎƻƴŀƭ ȅ ǇŀǊŀ ƭŀ 
objeción de conciencia invocada por instituciones en el marco de lo dispuesto en el artículo 119 ter del Código 
{ŀƴƛǘŀǊƛƻέΣ de 27 de enero de 2018. Sin embargo, con fecha 23 de marzo, mediante resolución Nº432, se dicta 
un acto administrativo  que deja sin efecto el protocolo anterior, expresando que la objeción de conciencia está 
íntima e indisolublemente ligada al manejo operativo de la interrupción voluntaria del embarazo, y en este 
ǎŜƴǘƛŘƻ ǎŜƷŀƭŀ ǉǳŜ Ŝƭ ǇǊƻǘƻŎƻƭƻ ŀƴǘŜǊƛƻǊ άƘŀ ǎƛŘƻ ƻōƧŜǘƻ ŘŜ ŘƛǾŜǊǎŀǎ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŎƛƻƴŜǎ ƧǳǊƝŘƛŎŀǎ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ƭŀǎ 
personas e instituciones que deben implementarlo, lo que, en la práctica podría traducirse en un riesgo para los 
derechos que se garantizan a las mujeres en virtud de lo dispuesto en los artículos 119 y siguientes del Código 
{ŀƴƛǘŀǊƛƻέΦ tƻǊ ŜǎǘŜ ƳƻǘƛǾƻΣ ȅ ōǳǎŎŀƴŘƻ ǇǊŜŎŀǾŜǊ ǳƴŀ ǇǊŜǎǳƴǘŀ ƛƴŎŜǊǘŜȊŀ ƧǳǊƝŘƛŎŀΣ ŘŜŎƛŘŜ ƳƻŘƛŦƛŎŀǊ ƭƻǎ ŀƭŎŀƴŎŜǎ 
del instructivo en importantes materias como la limitación a los establecimientos privados que hubieren 
celebrado convenios en materia ginecológica y obstétrica. 
 
 Sobre el particular, los riesgos para la mujer deben vincularse al derecho a la protección de la salud, que el 
voto de mayoría manifestó de la siguiente manera como expresivo del derecho de los pacientes:  
 

άΧvǳŜ Ŏƻƴ ƭŀ ŜƴǘǊŀŘŀ Ŝƴ ǾƛƎŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭŀ [Ŝȅ bϲ нлΦрупΣ Ŝƭ ŀƷƻ нлмнΣ ǉǳŜ ǊŜƎǳƭŀ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ 
y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas con su atención en 
salud, cambió en nuestro país el paradigma de la atención médica. Este estaba centrado en 
la discrecionalidad del facultativo. En cambio, esta ley pone en el centro de la atención 
médica al paciente y sus derechos, sin perjuicio de dar certeza ŀƭ ŀŎŎƛƻƴŀǊ ŘŜƭ ŦŀŎǳƭǘŀǘƛǾƻ ώΧϐ 
A partir de este cambio de paradigma, es que el proyecto de ley que examinamos se explica. 
Por una parte, porque exige la voluntad de la mujer para la interrupción del embarazo. Por 
la otra, porque exige que intervenga un eqǳƛǇƻ ƳŞŘƛŎƻ ǇŀǊŀ ŎƻƴǎǘŀǘŀǊ όŎƻƴǎΦ пнύέΦ 

 
Coherente con lo anterior, es que si tal normativa, como declara la resolución exenta Nº 432, genera conflictos 
de interpretación conforme a las normas de la ley, y especialmente conlleva un riesgo en las prestaciones de 
salud, resulta evidente que una forma de solucionar este conflicto hermenéutico es mediante la dictación de 
una ley interpretativa. 
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/ƻƳƻ ƭƻ ŜȄǇƭƛŎŀƴ ƭƻǎ ǇǊƻŦŜǎƻǊŜǎ ![9{{!b5wL ȅ {ha!wwL±!Σ άƭƭłƳŜƴǎŜ ŜȄǇƭƛŎŀǘƛǾŀǎ ƻ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀǘƛǾŀǎ ƭŀǎ ƴƻǊƳŀǎ 
que fijan el sentido, extensión o contenido de las palabras o conceptos que se encuentran en otras normas, o 
ǎƛǊǾŜƴ ŘŜ ǊŜƎƭŀ ǇŀǊŀ ǎǳ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŎƛƽƴ ƻ ƭŀ ŘŜ ƭƻǎ ŀŎǘƻǎ ƧǳǊƝŘƛŎƻǎέΦ 9ƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ŘŜ ƭŜȅ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀǘƛǾŀ ǎŜ ƻǇƻƴŜ ŀƭ 
de ley derogatoria o modificatoria. La doŎǘǊƛƴŀ ŜȄǇǊŜǎŀ ǉǳŜ άƭŀ ƭŜȅ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŘŀ ȅ ƭŀ ƭŜȅ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀǘƛǾŀ ǎŜ 
muestran como dos leyes coexistentes en torno al mismo objeto; de aquí se desprende que pueden coexistir 
Ŝƴ ƭŀ ƳŜŘƛŘŀ ǉǳŜ ƴƻ ǎŜ ŜƴŎǳŜƴǘǊŜƴΣ ŜƴǘǊŜ ǎƝΣ Ŝƴ ŀƴǘƛƴƻƳƛŀέΦ [ŀ interpretación legal, a diferencia de la judicial, 
surte un efecto en que se tiene la obligatoriedad general, tal como se desprende del art. 3º del Código Civil, 
mientras que la otra se refiere al caso sometido a la decisión de la jurisdicción. La utilización de normas 
interpretativas, no es excepcional, así lo demuestran diversos ejemplos de nuestro Código Civil, que dedica un 
párrafo completo a la interpretación de la ley y establece una serie de artículos en la materia.  
 
 En conclusión, son leyes interpretativas aquellas que aclaran el sentido de otras leyes. Ahora bien, en 
materia de objeción de conciencia institucional la interpetación auténtica o legislativa, atendida las sucesivas 
ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ŀǳǘƻǊƛŘŀŘ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀǘƛǾŀΣ Ŝǎ ŀǉǳŜƭƭŀ Ŝƴ ǉǳŜ άŜƭ ƭŜƎƛǎƭŀŘƻǊ ƳƛǎƳƻ ǎŜƷŀƭŀ Ŝƭ sentido en que debe 
ŜƴǘŜƴŘŜǊǎŜ ǳƴŀ ƭŜȅ ŀƴǘŜǊƛƻǊέΣ ǇǳŜǎΣ ŀƭ ŘŜŎƛǊ άŎƻƳƻ ŘŜōŜ ŜƴǘŜƴŘŜǊǎŜ ƭŀ ƭŜȅ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŘŀΣ Ŝƭ ƭŜƎƛǎƭŀŘƻǊ ǎŜ ƭƛƳƛǘŀ ŀ 
ǊŜƛǘŜǊŀǊ ǎǳ ǾƻƭǳƴǘŀŘ ȅŀ ŜȄƛǎǘŜƴǘŜέΣ ȅ ǉǳŜ Ŝƴ ƭƻǎ ƘŜŎƘƻǎ Ƙŀ ǎƛŘƻ ŎƻƴǘǊƻǾŜǊǘƛŘŀ ǇƻǊ ƴƻǊƳŀǎ ƛƴŦǊŀ ƭŜƎŀƭŜǎΦ  
 
2.  Ideas Matrices.-  El objetivo de esta ley interpretativa apunta a fijar de manera auténtica el sentido y alcance 
del artículo 119 ter en materia de objeción de conciencia de las instituciones o establecimientos de salud, sean 
públicos o privados, conforme a la controversia planteada por la resolución exenta Nº432. En este sentido, 
cuando estos convenios de prestaciones médicas se celebren -en especial referido a materia gineco obstétrica- 
se entienden incorporados al sistema nacional de servicios de salud, cuyo mandato supone el cumplimiento de 
las políticas públicas de protección de prestaciones de salud en la materia y asegurar el cumplimiento de los 
fines de servicialidad del Estado con eficiencia y eficacia en la satisfacción de las necesidades públicas. Razonar 
de otro modo, sería legitimar una falta de servicio.  
 
Asimismo, se debe fijar el alcance relativo a que la manifestación de la objeción de conciencia institucional 
conste por escrito, por quienes cuenten con facultad suficiente para el ejercicio del derecho tratándose de 
personas jurídicas.  
 
En consecuencia, la interpretación auténtica, tiene por objeto general determinar el telos de la ley 21.030, 
fijando con claridad el sentido y alcance de los protocolos en materia de objeción de conciencia, dentro del 
contexto general y mandato expreso que establece la normativa legal respecto a la finalidad que debe perseguir 
los protocolos dictados por la autoridad, que conforme al artículo 119 ter es άŀǎŜƎǳǊŀǊ ƭŀ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ƳŞŘƛŎŀ ŘŜ 
ƭŀǎ ǇŀŎƛŜƴǘŜǎ ǉǳŜ ǊŜǉǳƛŜǊŀƴ ƭŀ ƛƴǘŜǊǊǳǇŎƛƽƴ ŘŜ ǎǳ ŜƳōŀǊŀȊƻέΦ En este sentido, la ley debe precisar qué debe 
ŜƴǘŜƴŘŜǊǎŜ ǇƻǊ άŀǎŜƎǳǊŀǊ ƭŀ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ƳŞŘƛŎŀ ŘŜ ƭŀǎ ǇŀŎƛŜƴǘŜέ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀ ǇƻǎƛōƛƭƛŘŀŘ ŘŜ ǉǳŜ ǎŜŀ ŜƧŜǊŎƛŘŀ ƭŀ 
objeción de conciencia por instituciones privadas. 
 
 Es sobre la base de estos fundamentos y antecedentes que venimos en proponer el siguiente: 
 
 

Proyecto de ley 
 

Art. Único.- ά5ŜŎƭłǊŜǎŜ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŘƻ Ŝƭ artículo 119 ter del Código Sanitario, en el siguiente sentido:  
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Los protocolos, a los que se refiere el inciso primero, tienen por finalidad asegurar la atención médica de las 
pacientes que requieran la interrupción del embarazo. En consecuencia, los establecimientos de salud que 
invoquen la objeción de conciencia, no podrán celebrar los convenios a los que se refiere el decreto con fuerza 
de ley N° 36 de 1980, del Ministerio de Salud en materia de ginecología y obstetricia. 
 
La objeción de conciencia institucional siempre deberá ser manifestada previamente por escrito, indicando los 
ŦǳƴŘŀƳŜƴǘƻǎ ǇƻǊ ƭƻǎ ǉǳŜ ǎƻƭƛŎƛǘŀ ŀōǎǘŜƴŜǊǎŜ ŘŜ ǊŜŀƭƛȊŀǊ Ŝƭ ǇǊƻŎŜŘƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƛƴǘŜǊǊǳǇŎƛƽƴ ŘŜƭ ŜƳōŀǊŀȊƻΦέΦ 
 

 
 

Congreso de Chile 

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=11653-11  
(3 de abril de 2018) 
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!ǊƎŜƴǘƛƴŀ 

A. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Corrientes que confirma la condena a un sacerdote por el 
delito de abuso sexual, y señala como agravante su condición de ministro de culto 
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B. Proyecto de ley sobre despenalización del aborto presentado por el Partido Propuesta Republicana (PRO), 
que incorpora y regula la objeción de conciencia como derecho para los profesionales de la salud, a la vez que 
excluye la objeción de conciencia institucional  
 
ά0444-D-2018 
 
El Senado y Cámara de Diputados... 
 
EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN ARGENTINA, REUNIDOS EN CONGRESO, SANCIONAN CON 
C¦9w½! 59 [9¸Χ 
Artículo 1°.- El objeto de la presente ley es establecer el procedimiento para la interrupción legal del embarazo, 
en los casos enunciados en el artículo 86 del Código Penal, que se realicen en la República Argentina. 
Artículo 2º.- Los agentes del servicio público de salud, las obras sociales enmarcadas en las leyes 23660 y 23661, 
las entidades de medicina prepaga y todos aquellos que brinden servicios médicos asistenciales a sus afiliados, 
independientemente de la figura jurídica que posean y de cual sea su objeto principal, están obligados a brindar 
la cobertura integral de las prácticas médicas necesarias para la interrupción del embarazo legal. 
Artículo 3º.- Las disposiciones de la presente ley son de orden público y de aplicación en todo el territorio de la 
República Argentina. Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a sancionar para el ámbito 
de sus exclusivas competencias las normas correspondientes, que de ninguna manera podrán limitar o restringir 
los derechos consagrados en esta ley. 
Artículo 4º.- En todas las interrupciones legales del embarazo se debe dar cumplimiento con los siguientes 
principios: 
Todas las actitudes y prácticas de los profesionales de la salud deben estar destinadas a que, en base a la 
información veraz, adecuada y completa que se le brinde, la mujer o representante legal pueda tomar la mejor 
decisión posible. Es deber de los profesionales de la salud proveer la información necesaria para que pueda 
ŜƴǘŜƴŘŜǊ Ŝƭ ǇǊƻŎŜǎƻ ǉǳŜ Ŝǎǘł viviendo y formular todas las preguntas que crea necesarias. 
bƻ ŘŜōŜƴ ƛƴǘŜǊǇƻƴŜǊǎŜ ƻōǎǘłŎǳƭƻǎ ƳŞŘƛŎƻπōǳǊƻŎǊłǘƛŎƻǎ ƻ ƧǳŘƛŎƛŀƭŜǎ ǇŀǊŀ ŀŎŎŜŘŜǊ ŀ ƭŀ ǇǊŜǎǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴŀ 
interrupción legal del embarazo, ya que ponen en riesgo la salud de quien requiere la práctica. 
La interrupción debe ser practicada por el equipo de salud sin intervenciones adicionales innecesarias, sean 
médicas, administrativas o judiciales. 
Es derecho de la mujer que toda persona que participe en la elaboración o manipulación de la documentación 
clínica guarde la debida reserva. 
Los servicios donde se lleven a cabo procedimientos de interrupción legal del embarazo deben respetar la 
privacidad de las mujeres durante todo el proceso. Asimismo, se debe garantizar la privacidad de la información 
solicitada a la mujer 
A las mujeres que soliciten o requieran que se les realice una interrupción legal del embarazo se les debe 
garantizar una atención ágil e inmediata. Las instituciones en las cuales se practique deberán prestar toda la 
colaboración necesaria para que el proceso de atención integral sea brindado lo más pronto posible. 
Los profesionales de la salud y las autoridades tienen la obligación de suministrar toda la información disponible 
de forma dinámica y a lo largo de todo el proceso de atención, incluso si no hay una solicitud explícita. 
Artículo 5º.- La interrupción legal del embarazo debe ser realizado con el consentimiento de la mujer o 
representante legal, según sea el caso, previa obtención de su consentimiento informado por escrito, en los 
términos de lo establecido por la ley 26.529. Se deberá efectuar una declaración jurada donde se indique el 
inciso del artículo 86 del Código Penal por el cual se realiza el procedimiento. 
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Conforme lo dispuesto por el artículo 26 del Código Civil y Comercial, los representantes legales, o los que sean 
nombrados especialmente para el caso - en los términos de lo dispuesto por la ley 25.673 y su decreto 
reglamentario, y la ley 26.061 y su reglamentación-, deberán participar en conjunto con la niña o adolescente 
en la toma de decisiones. Se deberá respetar su derecho a ser escuchadas y a que su opinión sea tenida en 
cuenta. 
Sin perjuicio de la representación legal, se recomienda fomentar que las adolescentes cuenten con la compañía 
y el apoyo de una persona de su confianza durante el proceso. 
{ƛ ŜȄƛǎǘƛŜǊŀ ǳƴŀ ƴŜƎŀǘƛǾŀ ƛƴƧǳǎǘƛŦƛŎŀŘŀ ŘŜ ǎǳǎ ǇŀŘǊŜǎΣ ǘǳǘƻǊŜǎ ƻ ŜƴŎŀǊƎŀŘƻǎ ŘŜ ŀŎƻƳǇŀƷŀǊ ƭŀ ŘŜŎƛǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ƴƛƷŀ ƻ 
ŀŘƻƭŜǎŎŜƴǘŜ ǎŜ ǇǊƻŎŜŘŜǊłȳ ŀ ŘŀǊ ƛƴǘŜǊǾŜƴŎƛƽƴ ŀ ƭŀ !ǎŜǎƻǊƝŀ ¢ǳǘŜƭŀǊ ŎƻǊǊŜǎǇƻƴŘƛŜƴǘŜΣ ƭŀ Ŏǳŀƭ ŘŜōŜǊł ŘƛǊƛmir el 
conflicto en un plazo no mayor a cinco días. 
En las situaciones en las que la mujer con derecho a acceder a una interrupción legal del embarazo tenga 
discapacidad psicosocial o mental, es fundamental que el equipo de salud la acompañe durante todo el proceso 
de atención fortaleciendo su autonomía. 
Artículo 6º.- En la primera consulta médica realizada por una mujer respecto a la interrupción legal del 
embarazo, el médico dispondrá para el mismo día o para el inmediato siguiente, la consulta con un equipo 
interdisciplinario. El equipo interdisciplinario, deberá informar a la mujer de lo establecido en esta ley, de las 
características de la interrupción del embarazo y de los riesgos inherentes a esta práctica. Asimismo, informará 
sobre las alternativas, incluyendo los programas disponibles de apoyo social y económico, así como respecto a 
la posibilidad de dar su hijo en adopción. El equipo interdisciplinario deberá garantizar que la mujer disponga de 
toda la información para la toma de una decisión consciente y responsable. 
A partir de la reunión con el equipo interdisciplinario, la mujer dispondrá de un período de reflexión mínimo de 
dos días, transcurrido el cual, si la mujer ratificara su voluntad de interrumpir su embarazo ante el médico 
tratante, se coordinará en un plazo no mayor a cinco días, que, en atención a la evidencia científica disponible, 
se oriente a la disminución de riesgos y daños. 
Artículo 7º.- La interrupción legal del embarazo siempre debe ser realizada por un médico diplomado o bajo su 
supervisión. 
Sin perjuicio de lo anterior, todo establecimiento debe contar con un equipo de salud a fin de dar cumplimiento 
con la asistencia integral de la mujer. Debe estar integrado por médicos, psicólogos, trabajadores sociales y 
enfermeros. La ausencia de personal en el equipo de salud no implica la imposibilidad de realizar la interrupción 
del embarazo legal. 
La implementación de mecanismos administrativos y/o la realización de la interconsulta no pueden implicar 
demoras innecesarias en la realización de la interrupción legal del embarazo. 
Artículo 8º.- Se considera una infracción por parte de los profesionales de la salud, el incumplimiento de sus 
obligaciones en el ejercicio de su profesión cuando, de forma injustificada, realicen maniobras dilatorias durante 
el proceso, suministren información falsa o cuando prevalezca en ellos una negativa injustificada a practicar el 
aborto. 
Artículo 9º.- Todo profesional de la salud tiene derecho a ejercer la objeción de conciencia12 con respecto a la 
práctica del aborto no punible, siempre y cuando no se traduzca en la dilación, retardo o impedimento para el 
acceso a esta práctica médica. 

                                                           
 

 

12 El destacado es nuestro  
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En caso de que un profesional de la salud desee ejercer su derecho a la objeción de conciencia, ŘŜōŜǊłȳ ƴƻǘƛŦƛŎŀǊ 
su voluntad por escrito a las autoridades del establecimiento de salud en el que se desempeñe. 
Los profesionales objetores, aunque hayan notificado previamente su voluntad, están obligados a cumplir con 
el deber de informar a la mujer sobre su derecho a acceder a una interrupción legal del embarazo si constatan 
alguna de las causales que lo justifican. 
La objeción de conciencia es siempre individual y no institucional. 
Artículo 10º.- Posterior a una intervención, en todos los casos se le debe ofrecer a la mujer consejería en 
anticoncepción y cuidados posteriores luego del procedimiento. 
El objetivo de la consejería en anticoncepción es brindar a las mujeres la información necesaria para que puedan 
elegir libremente, si lo desean, un método anticonceptivo entre las opciones posibles, sin coerción o presión 
alguna. 
Artículo 11º.- La autoridad de aplicación será la que determine el Poder Ejecutivo Nacional. 
Artículo 12º.- La Autoridad de Aplicación deberá implementar y proponer medidas positivas y articuladas con la 
jurisdicción nacional, provincial y municipal, incluyendo la concreción de acuerdos que aseguren: 
Desarrollar un protocolo técnico hospitalario para la concreta atención de los abortos no punibles. Las normas 
técnicas deberán ser del más alto nivel, debiendo actualizarse a fin de alcanzar dicho fin. 
La capacitación de recursos humanos, tendientes al cumplimiento de las disposiciones de la presente ley. 
La existencia del sistema de información estadística que se establezca, para contribuir a la formulación e 
implementación de políticas públicas de educación sexual. 
La Implementación de políticas de difusión de derechos. Se deberán asegurar medidas para llevar a cabo 
campañas de educación sexual y difusión del derecho a la interrupción legal del embarazo. 
Artículo 13.- Los actos u omisiones que impliquen transgresión a esta ley y a las reglamentaciones que se dicten 
en consecuencia, serán considerados faltas administrativas, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil 
o penal en que pudieran estar incursos los infractores. 
Los infractores a los que se refiere el párrafo anterior serán sancionados por la autoridad sanitaria competente, 
de acuerdo con la gravedad y/o reincidencia de la infracción con: 
a) Multa graduable entre 10 y 100 salarios mínimo, vital y móvil; 
b) Inhabilitación en el ejercicio profesional de un mes a cinco años; 
c) Clausura total o parcial, temporaria o definitiva del consultorio, clínica, instituto, sanatorio, laboratorio o 
cualquier otro local o establecimiento donde actuaren las personas que hayan cometido la infracción. 
Las sanciones establecidas en los incisos precedentes podrán aplicarse independientemente o conjuntamente 
en función de las circunstancias previstas en la primera parte de este artículo. En caso de reincidencia, se podrá 
incrementar hasta el décuplo la sanción aplicada. 
Artículo 14.- A los efectos de esta Ley se consideran reincidentes a quienes, habiendo sido sancionados, incurran 
en una nueva infracción dentro del término de cuatro (4) años contados desde la fecha en que haya quedado 
firme la sanción anterior, cualquiera fuese la autoridad sanitaria que la impusiera. 
Artículo 15.- El monto recaudado en concepto de multas por la autoridad de aplicación ingresa a la cuenta 
especial del Fondo de Fortalecimiento Nacional de la Salud, dentro de la cual se contabilizará por separado y 
deberá utilizarse exclusivamente en erogaciones que propendan al logro de los fines indicados en la presente 
ley. 
El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias provinciales y de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, ingresará de acuerdo con lo que al respecto se disponga en cada jurisdicción, debiéndose aplicar 
con la finalidad indicada en el párrafo anterior. 
Artículo 16.- Las infracciones a esta ley serán sancionadas por la autoridad sanitaria competente previo sumario, 
con audiencia de prueba y defensa a los imputados, según procedimiento administrativo correspondiente. La 
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constancia del acta labrada en forma, al tiempo de verificarse la infracción, y en cuanto no sea enervada por 
otros elementos de juicio, podrá ser considerada como plena prueba de la responsabilidad de los imputados. 
Artículo 17.- La falta de pago de las multas aplicadas hace exigible su cobro por ejecución fiscal, constituyendo 
suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 18.- En cada provincia y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los procedimientos se ajustarán a lo 
que al respecto resuelvan las autoridades competentes de cada jurisdicción, de modo concordante con las 
disposiciones de este título. 
Artículo 19.- Las autoridades sanitarias a las que corresponda actuar de acuerdo con lo dispuesto en esta ley 
están facultadas para verificar su cumplimiento y el de sus disposiciones reglamentarias mediante inspecciones 
y/o pedidos de informes según estime pertinente. A tales fines, sus funcionarios autorizados tendrán acceso a 
cualquier lugar previsto en la presente ley y podrán proceder a la intervención o secuestro de elementos 
probatorios de su inobservancia. 
Artículo 20.- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de la presente ley dentro de los sesenta días de 
su promulgación. 
Artículo 21.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
FUNDAMENTOS 
 
Señor presidente: 
 
Señor Presidente. 
[ŀ /ƻǊǘŜ {ǳǇǊŜƳŀ ŘŜ WǳǎǘƛŎƛŀ ŘŜ ƭŀ bŀŎƛƽƴ Ŝƴ Ŝƭ Ŧŀƭƭƻ άCΦΣ !Φ [Φ ǎκƳŜŘƛŘŀ ŀǳǘƻǎŀǘƛǎŦŀŎǘƛǾŀέΣ ŘŜ ƳŀǊȊƻ ŘŜ нлмнΣ 
exhortó a las autoridades nacionales, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a implementar y 
hacer operativos, mediante normas del más alto nivel, en los términos sentados en la sentencia, protocolos 
hospitalarios para la concreta atención de los abortos no punibles y para la asistencia integral de toda víctima 
de violencia sexual. 
No obstante, a seis (6) años del fallo de la Corte, sólo nueve (9) de las veinticuatro (24) jurisdicciones poseen 
protocolos propios de atención de abortos no punibles, es decir, más de la mitad de las jurisdicciones del país 
aún no cuenta con una normativa que asegure de modo efectivo el ejercicio de un derecho que las mujeres 
tienen desde 1921. 
Es por ello que, el presente proyecto incorpora la regulación de la interrupción legal del embarazo, teniendo en 
cuenta esencialmente el punto de vista sanitario. En estos casos sólo es necesario el consentimiento informado 
de la mujer garantizando, de este modo, la práctica de la interrupción a todas las mujeres ampliamente y sin 
judicializaciones, ni autorizaciones que se traducen en una interferencia estatal indebida sobre la vida privada. 
El derecho al acceso a una interrupción legal del embarazo y una mejor distribución de los recursos concretos 
para su pleno ejercicio, constituyen aún demandas a ser atendidas y que deben ser consideradas en toda 
magnitud y para todos los sectores por igual. 
El presente proyecto tiene por fin permitir que los servicios de salud se organicen para garantizar la 
disponibilidad de la prestación médica de interrupción legal de embarazo sin que sus propias cosmovisiones 
interfieran con los derechos de las pacientes, y en definitiva brindar así una atención sanitaria integral. Pues, 
hemos observando la desafortunada asiduidad con que las Instituciones sanitarias niegan o dilatan la prestación 
médica bajo excusas diferentes incurriendo en la responsabilidad específica las autoridades de las instituciones 
en los términos del art. 40 de la ley 17.132. 
Asimismo, el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación tiene como fuente normativa preexistente y de 
superior jerarquía a la Constitución, y los tratados de derechos humanos ratificados por nuestro país, que 
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contienen los estándares mínimos que deben respetar todas las normas del ordenamiento jurídico interno. Por 
ello, toda interpretación normativa debe realizarse atendiendo a los principios pro homine, de progresividad y 
no regresividad, autonomía e igualdad, entre otros (arts. 1 y 2 CCCN). Cuando se interpretan normas 
relacionadas con el ejercicio de derechos humanos, siempre debe preferirse la interpretación y/o aplicación de 
la norma que conceda un alcance más amplio a los derechos para el mayor número de personas. 
Más allá de que éstas son las normas que por rigurosa técnica jurídica son de estricta aplicación al caso, 
basándose en paradigmas no-discriminatorios, las mismas constituyen los mejores instrumentos para que las 
personas implicadas, mujeres, niñas, adolescentes, personas con capacidades diferentes no vean cercenados 
sus derechos humanos personalísimos, el derecho a su propio cuerpo, a su autonomía y libertad y a su salud 
integral. 
Por último, el presente proyecto pretende garantizar derechos sexuales y reproductivos de las personas, pues 
la subordinación legal a la Constitución y a las normas de derechos humanos, se traduce en la aplicación entre 
otros y fundamentalmente en los siguientes criterios interpretativos: interés superior y autonomía progresiva 
de mujeres, niñas, niños y adolescentes, presunción de la capacidad de todas las personas en todas las 
circunstancias, pro persona, pro niños, niñas y adolescentes, e igualdad y no discriminación. 
La muerte a consecuencia de interrupciones de embarazos mal practicadas, sólo pueden sufrirla las mujeres por 
su propia condición biológica para la reproducción, es por ello que esta ley constituye un acto de equidad y 
justicia reproductiva, en tanto debemos garantizar una política pública sanitaria integral. De allí, la necesidad de 
dar un debate serio y profundo, despojado de valoraciones personales, resulta imperioso en esta etapa de la 
Argentina. 
El debate sobre el derecho al acceso a la práctica sanitaria segura de interrupción del embarazo constituye un 
paso más en el camino hacia la democratización de nuestra sociedad y la resolución de injusticias reproductivas. 
El Estado debe garantizar un acceso real y equitativo al derecho a la salud para todas las mujeres sin permitir 
que se generen diferencias según el nivel socioeconómico, de etnia, valores culturales y religiosos, ni edad. 
De la mano de otras leyes vigentes, como las que aprobaron los programas de salud sexual y reproductiva, 
educación sexual integral, matrimonio igualitario, fertilización asistida, y de la implementación de políticas de 
salud reproductiva podemos avanzar mucho en la construcción de una sociedad más justa, igualitaria, 
respetuosa de los derechos de la mujer. 
Asimismo, hemos presentado a la Cámara de Diputados un proyecto de ley con el fin de modificar el Código 
Penal y ampliar las causales de interrupciones legales del embarazo ςaborto no punible-. En este sentido, 
consideramos que el tratamiento de la ampliación de derechos no debe obstaculizar los fines perseguidos por 
el presente proyecto de ley, que busca efectivizar los derechos presentes y futuros respecto a la interrupción 
legal del embarazo. 
De lo que se trata es de debatir qué democracia queremos, porque por omitir un debate sobre la legislación que 
permita interrumpir embarazos, se refuerzan inequidades e injusticias sociales. Presentamos este proyecto de 
ley con la esperanza de que el Honorable Congreso de la Nación nos acompañe en esta iniciativa y contribuya 
una vez más a la ampliación de derechos en la Argentina. 
Por lo expuesto, es que solicito a mis pares que acompañen la aprobación del presente proyectó de ley. 
 

 

Diputados Argentina 
http://www.hcdn.gob.ar/proyectos/textoCompleto.jsp?exp=0444-D-2018&tipo=LEY  

(7 de marzo de 2018) 
Volver al índice   
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.Ǌŀǎƛƭ  
A. Sentencia del Tribunal Regional Federal de la Tercera Región que confirma sentencia de primera instancia13, 
que condenó a dos emisoras de televisión por la divulgación de contenido considerado agresivo para 
religiones de matriz africana  
 
άPODER JUDICIÁRIO 
 
TRIBUNAL REGIONAL FEDERAL DA 3ª REGIÃO 
 
APELAÇÃO CÍVEL Nº 0034549-11.2004.4.03.6100/SP 
  2004.61.00.034549-6/SP 

RELATORA : Desembargadora Federal CONSUELO YOSHIDA 

APELANTE : RADIO E TELEVISAO RECORD S/A 

ADVOGADO : SP120588 EDINOMAR LUIS GALTER e outro(a) 

APELANTE : REDE MULHER DE TELEVISAO LTDA 

ADVOGADO : SP228186 RODRIGO PEREIRA ADRIANO e outro(a) 

APELADO(A) : Ministerio Publico Federal 

PROCURADOR : JEFFERSON APARECIDO DIAS 

APELADO(A) : INSTITUTO NACIONAL DA TRADICAO E CULTURA AFRO BRASILEIRA INTECAB 

ADVOGADO : SP177418 ROSEMEIRE LUCAS e outro(a) 

APELADO(A) : 
CENTRO DE ESTUDOS DAS RELACOES DE TRABALHO E DA DESIGUALDADE 
CEERT 

ADVOGADO : SP261503 DANIEL DA SILVA BENTO TEIXEIRA e outro(a) 

PARTE RÉ : Uniao Federal 

ADVOGADO : SP000019 LUIZ CARLOS DE FREITAS e outro(a) 

No. ORIG. : 00345491120044036100 25 Vr SAO PAULO/SP 

 
EMENTA 

 
CONSTITUCIONAL E PROCESSUAL CIVIL. AÇÃO CIVIL PÚBLICA. SENTENÇA EXTRA PETITA. INOCORRÊNCIA. 
CHAMADAS TELEVISIVAS. POSSIBILIDADE. DIREITO DE RESPOSTA COLETIVO. GARANTIA À LIBERDADE DE 
CONSCIÊNCIA E DE CRENÇA. SERVIÇO PÚBLICO DE RADIODIFUSÃO. SUPREMACIA DO INTERESSE PÚBLICO. 
PROGRAMA TELEVISIVO. CARÁTER PEJORATIVO E DISCRIMINATÓRIO. DESONRA. GRUPO RELIGIOSO OU 
CULTURAL. CONFIGURAÇÃO. MULTA. EMBARGOS DE DECLARAÇÃO PROTELATÓRIOS. POSSIBILIDADE. MULTA 

                                                           
 

 

13 Sentencia en primera instancia disponible en: https://www.conjur.com.br/dl/sentenca-record-rede-mulher-direito.pdf  

D.E. 
 
Publicado em 11/04/2018 

https://www.conjur.com.br/dl/sentenca-record-rede-mulher-direito.pdf
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DIÁRIA. MEIO COERCITIVO. CUMPRIMENTO DE OBRIGAÇÃO DE FAZER. RAZOABILIDADE. INQUESTIONÁVEL 
CAPACIDADE ECONÔMICA DOS OFENSORES. LEI N.º 13.188/2015. PROCEDIMENTO ESPECIAL. INAPLICABILIDADE 
ÀS AÇÕES CIVIS PÚBLICAS EM CURSO. 
 
1. Não prospera a alegação de que o julgamento seria extra petita por ter determinado a veiculação de 
chamadas para dar publicidade ao direito de resposta pretendido, uma vez que, concedendo o r. Juízo de origem 
um montante de carga horária substancialmente menor do que o requerido e tendo em vista que o intuito 
principal do direito de resposta é o de alcançar o maior número possível de telespectadores em âmbito nacional, 
mostra-se plenamente razoável e proporcional a fixação de chamadas televisivas conforme realizada na 
sentença. 
2. Também sem razão a apelante quando assevera que a sentença deveria ser anulada uma vez que o r. Juízo a 
quo não teria fundamentado o decisum, mesmo após a oposição de dois embargos de declaração, uma vez 
que ser a sentença extra petita não constitui hipótese de cabimento de Embargos de Declaratórios, a teor do art. 
535 do CPC. 
3. In casu, o Ministério Público Federal, juntamente com duas associações civis, ajuizou a presente ação civil 
pública, objetivando garantir o direito de resposta coletivo às entidades afro-brasileiras diante de ofensas 
perpetradas em programas religiosos transmitidos pelas emissoras de televisão. 
4. A Constituição Federal de 1988 sistematicamente em muitos de seus dispositivos protege o direito de crença, 
elevando-o à categoria de direito fundamental. Pode-se afirmar, assim, que os desdobramentos da garantia à 
liberdade religiosa prevista constitucionalmente determinam a laicidade do Estado Democrático de Direito 
brasileiro. 
5. Se houver desrespeito, agressão ou qualquer espécie de violência ao direito tutelado constitucionalmente, 
necessária se faz a intervenção estatal. Portanto, em um Estado laico como o Brasil, devem ser reprimidas as 
condutas que tendem à intolerância religiosa14. 
6. No Brasil, desde a previsão constitucional que assegura a livre manifestação do pensamento e o direito de 
resposta, proporcional ao agravo, além da indenização por dano material, moral ou à imagem, os temas da 
liberdade de culto e de crença e os acontecimentos envolvendo intolerância religiosa têm suscitado discussões 
doutrinárias, acadêmicas, ativismos por grupos religiosos, matérias jornalísticas e judicialização, com 
posicionamentos do Judiciário a respeito. 
7. Visando a salvaguardar a tolerância no que toca aos seus mais variados níveis, e levando em consideração a 
intensificação da violência, do racismo, da exclusão, da marginalização e da discriminação contra minorias 
nacionais, étnicas, religiosas e linguísticas, várias medidas foram implementadas, a exemplo, da Organização das 
Nações Unidas para a Educação, a Ciência e a Cultura (UNESCO), que aprovou, na Conferência Geral de Paris de 
16 de novembro de 1995, a Declaração de Princípios sobre a Tolerância, assim como, em âmbito nacional, o 
Presidente da República sancionou a Lei n.º 11.635, de 27 de dezembro de 2007, instituindo o Dia Nacional de 
Combate à Intolerância Religiosa, em 21 de janeiro. 
8. Tanto o direito de resposta quanto a garantia à liberdade de consciência e de crença encontram suporte na 
Constituição (art. 5º, V e VI). 

                                                           
 

 

14 El destacado es nuestro. 
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9. Ainda que se alegue que a exibição dos programas aqui questionados insere-se no uso da liberdade de 
expressão e crença, garantidas constitucionalmente, é certo que referidas garantias não são absolutas e devem, 
portanto, conviver em harmonia com as demais garantias constitucionais. 
10. A execução do serviço público de radiodifusão, cuja titularidade é da União Federal, pode ser empreendida 
por um particular mediante concessão do Poder Público (art. 21, XII, "a", da Constituição), desde que, como em 
todo serviço público, seja respeitado o princípio da supremacia do interesse público sobre o privado, sendo 
defeso servir-se de emissora de televisão para desonrar um determinado grupo religioso ou cultural ou mesmo 
promover os seus próprios interesses privados em detrimento da coletividade. 
11. Não restam dúvidas de que chamar "mães e pais de santo" de "mães e pais de encosto" tem um nítido 
caráter pejorativo e discriminatório, sendo fundamental o respeito e a preservação das manifestações culturais 
dos afrodescendentes, por fazerem parte do processo civilizatório nacional e merecerem, por essa razão, a 
tutela constitucional dispensada pelo art. 215, caput e § 1º, da Constituição da República. 
12. O menosprezo às religiões afro-brasileiras, constrangendo seus adeptos e imputando-lhes expressões 
ofensivas, configura verdadeiro desrespeito à liberdade de crença, bem como à dignidade da pessoa humana. 
13. Não prospera a pretensão de afastar a multa aplicada, com fulcro no art. 538, parágrafo único, primeira 
parte, do CPC/1973, em vigor à época, uma vez que, ausentes os requisitos legais para oposição de embargos 
de declaração, estes devem ser considerados protelatórios, inexistindo desproporcionalidade na fixação da 
multa em 1% (um por cento) sobre o valor da causa. 
14. Absolutamente viável a imposição de multa diária às apelantes como meio coercitivo para o cumprimento 
de obrigação de fazer, não se mostrando excessivo o valor fixado no importe de R$ 500.000,00, eis que 
amparado nos princípios da razoabilidade e proporcionalidade, levando em consideração a inquestionável 
capacidade econômica dos ofensores, bem como o objetivo de que seja regularmente adimplida a obrigação 
que lhes foi imposta. 
15. Muito embora a Lei de Introdução às Normas do Direito Brasileiro (LINDB), ao dispor sobre a vigência das 
leis, enuncie em seu art. 6º que a Lei em vigor terá efeito imediato e geral, a Lei n.º 13.188/2015 criou uma ação 
de rito especial a qual deve ser processada no prazo máximo de 30 dias, não sendo possível a aplicação das 
regras nela estabelecidas à presente demanda, mesmo porque se trata de uma ação civil pública em curso, cujo 
rito é próprio e regulado pela Lei n.º 7.347/1985. 
16. Apelações improvidas. 
 
ACÓRDÃO 
Vistos e relatados estes autos em que são partes as acima indicadas, decide a Egrégia Sexta Turma do Tribunal 
Regional Federal da 3ª Região, por unanimidade, negar provimento às apelações, nos termos do relatório e voto 
que ficam fazendo parte integrante do presente julgado. 
 
São Paulo, 05 de abril de 2018. 
Consuelo Yoshida  
Desembargadora Federalέ 

 
 

Poder Judicial, Tribunal Federal de la Tercera Región 
http://web.trf3.jus.br/acordaos/Acordao/BuscarDocumentoGedpro/6494767 

(11 de abril de 2018) 
 
 
Volver al índice  

  

http://web.trf3.jus.br/acordaos/Acordao/BuscarDocumentoGedpro/6494767
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/ƻƭƻƳōƛŀ 
A. Decreto n° 0219 de 2018 del Municipio de Manizales, estableciendo la Política Pública Integral de Libertad 
wŜƭƛƎƛƻǎŀ ȅ ŘŜ /ǳƭǘƻǎέ 
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